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de iruliflcutible importancia, por estar unidos á él los grandes 
sentimientos nacionales. 

Ya por la extensión del territorio demarcable ó liti- 
gioso, 6 por la ambición y los deseos de los países contendien- 
tes, se ha visto que no es posible llegar pronto á un acuerdo 
definitivo, en qne se reconozcan los derechos que correspondan 
sin inferir daño á ninguna de las partes. 

Sucede también que al venir á la vida autónoma los paí- 

« 

Fes limítrofes, en la primera faz de su existencia independien- 
te, en ese estado de incertidumbre, de desorden, si se quiere, 
propio de las grandes sacMididas sociales qne señalan un nue- 
vo modo de ser de los pueblos, se hace difícil la exacta deter- 
minación de los derechos territoriales". 

Todas estas causas tienen aplicación á las controversias 
que sobre demarcación sosti^e el Perú y explican ala ligera 
por (]ué hasta hoy no se ha llegado á ningún acuerdo deflniti- 
vo con las naciones vecinas, no obstante lo irreprochable de 
sus derechos. 

Además, la inmensa extensión de sus territorios limítrofes, 
no ocupados por población civilizada; los grandes obstáculos 
naturales que ofrecen fiarte de nuestras regiones fronterizas; 
el solemne acontecimiento de nuestra emancipación política, 
brusca sacudida que destruyó un orden de cosas cimentado 
por el trascurso de tres siglos coloniales, trajeron como con- 
secuencia, con relación á sus límites, en el primer período de 
nuestra vida independiente, un estado de oscuridad, que ne- 
cesitaba que el estruendo del derrumba del dominio caste- 
llano se disipase, que los ánimos adquiriesen serenidad, que 
se formase concepto y orientación clara, para principiar en" 
tdnces la obra de la delimitación de fronteras. 

Sieiidotan importante el problema de los límites del Perú 
•(íon Colombia nos hemos decidido á ofrecer á la ¡lustrada con- 
sideración de esta digna Facultad, el [)resente trabajo lige- 
ra é imperiecta síntesis <le punto tan vital, confiados en 
que sabrá disculparse los lagos que á menudo se encontrarán 
en él. 
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Iniciada la gloriosa época de la lucha por la libertad, se 
prenentó el problema de determinar lo8 límites déla nación, 
siendo con nuestro vecino del norte con quien se iniciaron pri- 
mero negociat^íones diplomáticas al respecto. 

Asi vemos que cuando se inauguró el gobierno de 1822 
planteóse la citada cuestión con la república de Nueva Grana- 
da, antiguo virreinato de Santa. Fe, compuesta del Ecuador 
Colombia y Venezuela, con motivo de la convocatoria á ekc* 
ciones para diputados hecha por el Pera á todas las provin- 
cias de la República, comprendiéndose entre ellas á Jaén, Qui- 
jos y Maynas. Nueva Granada reclamó deque estas provincían 
fueran incluidas como parte de nuestro territorio, cuando ellas 
decía, por ser colombianas debían, mas bien, elegir represen, 
tantes para su parlamento. 

El Plenipotenciario de Colombia don Joaquín Mosquera 
entabló la reclamación respectiva al gobierno peruano, siendo 
don Bernardo Monteagudo Ministro de Relaciones Kxteriore.^, 
quien, en esos momentos en que la lucha por la independencia 
se sostenía con ardor, en ese p eriodo de inestabilidad on la vi 
da nacional, no se creyó suRcientemente autorizado para tra- 
tar asunto de tanta magnitud, hasta que el Congreso no die- 
ra las suficientes instrucciones. 

El I lenipotenciario colombiano, en su reclamación decía: 
que^no era justo se incluyese en la convocatoria á elecciones 
para diputados para el Congreso del Perú, á las provincias de 
Quijos, Maynas y Jaén, cuando las dos primeras poblaciones 
no estaban incluidas como peruanas en la Guía que en 1797 
se había formado del Virreinato del Perú y que había servido 
de base para la mencionada convocatoria. En cuanto á Jaén, 
decía que siempre había formado parte del gobierno de Nueva 
Granada ó Santa Fe. 

La intendencia de Quito, á cuya cabeza se encontraba Su- 
cre, mandó que en la provincia de Jaén de Bracamoros se jura- 
se la constitución colombiana; pero el Presidente de Trujillo 
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He negó A ello, por cuanto esa provincid, que había alcaiixado 
f*n libertad al amparo de las fuerza del PertJ, por acto espon- 
t/nieo y solemne He incorporó ñ esta república; y a^í no es de 
extrañar (]ue el Libertador Bolívar, en diciembre de 1823, 
nombrase al coronel don Mariano Castro, intendente déla 
provincia deCajamarca, con jurisdicción sobre las de Jaén. 
Chachiipoyíisy otras, delegándole las facultades extraordina- 
rias, cromo 61 decía, que le había conferido el Soberano Congre- 
so del Perú. No entraremos en más detalles sobre esta recla- 
mación que toen mas bien á límites con el Ecuador. 

Como el Congreso del Perú demorase la designación de la 
persona que se entendiera con el ministro Mosquera, el cual, 
teniendo que ausentarse de Lima, envió á nuestro gobierno un 
proyecto de convención que decia: ^*Amba8 partes reconocen 
por límites de sus territorios respectivos los mismos que te- 
nían en el año de 1809, los exvirreinatos del Peí ú y Nueva 
Granada, desde la desembocadura del río Tumbes al mar Pa- 
cíñro, hasta el territorio del Brazil.*' 

Este proyecto fué remitido al Congreso Constituyente, 
quien, después de un detenido debate, aprobó la siguiente con- 
clusión de la 'Comisión Diplomática. 



Señor: 



**La Comisión Diplomática ha examinado el pro3^ecto de 
convención que para el arreglo de límites con la República de 
Colombia, presentó al Supremo Gobierno el Ministro Plenipo- 
tenciario señor Joaquín Mosquera, el cual, opina la Comisión, 
puede admitirse suprimiéndose las expresiones desde la desem- 
bocadura del río Tumbes al mar Pacíñco hasta el territorio 
del Brasil, pues son en concepto de los que suscriben, contra- 
dictorias A lo que se establece por base en la primera parte de 
dicho proyecto,y lo que en cumplimiento de sus deberes expon- 



dnÍD al G >ngresu en la discusión de una materia de tanta gra- 
vedad y trascendencia. —Sala de la Coonsión, 12 de diciemln-H 
de 1823.— Juan Antonio dk A ndüeza.— Bartolomé de Bkdo- 
YA —Tomás Foucada.— José Mauía Galdbano. — José Guk- 
GORio Paredes". 

Dicho Con<»:reso designó, para entenderse con el Ministro 
colombiano, A don José María Galdeano, docto y prudente, 
que con clara visión supo defender nuestros derechos plan- 
teando la cuestión en un terreno racional. 

El Plenipotenciario don Joaquín Mosquera, propuso como 
fórmula de demarcación la que conocemos, es decir; que loa lí- 
mites deberían ser los mismos que en 1809 tenían los exvirrei- 
natosdel Perú y Nueva Granada, y cuya línea es desde la de- 
sembocadura del río Tumbes hasta el territorio del Brasil; lí- 
nea que como se vé abarca toda la frontera nort.edel Perú. Mas 
con gran tino observó Galdeano, inspirado en la resolueión 
del Congreso Constituyente que ya había tratado este asunto, 
que mal podía aceptarse la segunda parte de la fórmula, pues- 
to que había el peligro de desvirtuarse el principio de los lími- 
tes coloniales proclamado en la primera parte, pues, carecién- 
dose de un conocimiento exacto del terreno, sin planos ni car- 
tas geográficas de entera fé, podía hacerse una delimitación 
contraria al uti-possidetis de 1810; salvedad que puso h cu- 
bierto en esta ocasión cualquier lesión A los derechos del Peiil. 

La consecuencia de las observaciones de Galdeano, fué que 
el artículo del acuerdo eelebra<lo se redactase diciendo: **Am- 
bas partes reconocen por límites dé sus territorios respectivos 
los mismos que tenían el año 1809,los ex-Virreynatos del Perú 
y Nueva Granada.'' ( Art. 1° de la Convención Galdeano-Mos- 
qutra, firmada en Lima el 18 de Diciembre de 1823). 

Mas esta Convención no fué aprobada por el Congreso de 
</Olombia y quedó sin efecto. 

Ksludiando este acuerdo vemos que no se quiso aceptar la 
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spo'unda parte de la fórmula de Moflquera, porque se temía he 
rir con ella los derechos del P**ró. pues la fijación de los limiten 
deberÍH hacerse exhibiendo los títulos para garantizar así la 
integridad territorial. Desde esta primera fez del ])roblf ma pe 
v^ que no se aceptaron las exijrencias colombianas, que no po- 
dían prevalecer sobre nuestros derechos bajo todo punto in- 
discutibles. 

En 1826 el Encargado de Negocios de Colombia don Cris- 
tóbal de Armero, protestó ante nuestra cancillf ría de la con- 
vocatoria que se había hecho para que Jaén elioiese diputados 
para el Coiígreso peruano, y del nombramiento de Obispo pa- 
ra la diócesis de Mayaas. 

Las cuestiones de límites por un lado, las reclamaciones de 
Colombia sobre los remplazos del ejército enviado por ella pa- 
ra ayudarnos en la guerra contra la Metrópoli, y otras cau 
sas, enturviaron nuestras relaciones con dicha Repfiblica. 

Para conjurar la crisis, se envió al señor José Villa, ijuien 
cometió el error de negociar sin ser previamente recibido en 
su carácter de Enviado Extraordinario del Perú. Entre las 
exigencias de Colombia estaba la devoluciÓQ de Ma^'-nas 
y Jaén, provincias que pedía fueran incorporadas inme- 
diatamente á su territorio. No obstante que Villa contes- 
tó correctamente á los cargos, Colombia presentó un ultimá- 
tum, en el cual, se exigía la devolución, dentro del térmi- 
no perentorio de seis nieseí?, de Jaén y parte de Maynas. 
Villa contestó también al ultimátum en términos levantados; 
peroel GobiernoColombiano, en una contra memoria, volvió fi 
exigir, entre otras cosas, la entrega délas citadas provin- 
cias al intendente de Azuay. Nuestro plenipotenciario propuso 
como base de arreglos, que comisionados de ambas naciones, 
reunidos en Guayaquil, tratasen el asunto de límites 3^ todo 
lo relativo á la deuda que se nos cobraba y pidió sus pasapor 
tes, terminando su misión de una manera desgraciada, des 
pues de lo cual, Colombia declaró la guerra. 
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Nada mas injustificable que los cargos que aquella nación 
hacía al Períi.Así concrf tnndonos ñ los límitfK decía en un 
oficio el MinÍHtro de entado señor J. R. Revenjia, al ])lenipo- 
tenciario Villa: **E1 verdadero conato del Ferií, ha fciido en- 
grandecerse con los departamentos nieridionalesdeColombia. 
Por ello ha retenido con tanta fliiDeza á Jaén y parte de Mai- 

ñas. I^or ello rehuye toda discusión sobre la materia Que 

en cuanto á Jaén y Mainas, ya se atienda al principio que in- 
variablemente ha guiado á todos los Estados Americanos de 
no extenderse mas allá de sus límites que como colonias tenía 
cada una de las grandes divisiones de nuestro Continente, ya 
á los esfuerzos á cuyo favor deben en realidad su independen- 
cia, ei* claro que el conato de'retenerlos como peruanos, ha de 
caracterizarse como usurpación." 

Si el Períí retenía á Jaén era porque sabía, perfectamente, 
que en los momentos en que el grito de la libertad había so- 
nado en toda la América española, los pueblos fueron libres 
para incorporarse al estado que quisieran; y en cuanto á 
Maynas, habían títulos suficientes que le daban el dominio de 
esa región. 

Además el Perú no había rehusado la discusión sobre tal 
cuestión, pues hemos visto que suscribió y aprobó el tratado 
del año 1823, Galdea no-Mosquera, que más bien fue desapro- 
bado por el Congreso de Colombia. Ni los años inmediato:^ á 
la lucha contra la Metrópoli, ni la confusión que reinaba en 
todo, eran apropósito para debatir la ardua cuestión de de- 
marcación de froaíeras extensa»* y selvática^. 

Inicíala la guerra, después de algunas ventajas que el 
ejército del Perú, mandado por el General don José de la Mar, 
obtuvo sobre el colombiano, mandado por el Mariscal de 
Ayacucho don Antonio José de Sucre, vino el desastre de la 
batalla del Pórtete de Taríjui. á raíz del cual se iniciaron ges- 
tiones, llegándose al convenio de Girón, en el cual, además de 
acordarse la celebración de un tratado definitivo de paz, se 
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pactó en cnanto á límites, el nombramiento de una comisión 
demarcadora, siendo la línea de separt^ción <le las dos repúbli- 
cas la que sirvió de base política á los ex-virreinatos del Pe- 
rú y Uolombia en agosto de 1809, en que se inició en Quito el 
movimiento separatista de España, y comprometiéndose á 
hacerse pequeñas concesiones de terrenos para obtener una lí- 
nea natural; es decir, volvió á qnedar aceptado y sancionado 
el principio llamado ut/ po.s8/rfeíí5, del cual nos ocupnremos 
separadamente. 

Sin perjuicio de examinar con más detención el valor de 
este convenio, diremos que constituye un acto sin valor ju- 
rídico en una controversia legal, pues el carácter del acuer- 
do, su naturaleza, fue la de un convenio de suspensión de hos- 
tilidades, donde no podían tener cabida las clausulas acorda- 
das que resultab in inconexas por de:nís. La victoria de Tar- 
qui fue un simple triunfo parcial; no constituyó una derrota 
completa; mal podíase en una tregua pactarse puntos que só- 
lo pueden ser objeto de un tratado ajustado con arreglo á los 
principios del derecho de gentes. 

El tratado definitivo llegó á firmarse en Guayaquil el 22 d** 
Setiembre de 1829. Los artículos referentes á límites eran el 5^ 
6.° y 7.° que decían: Art. 5.° Ambas partes reconocen por lími- 
tes de sus respectivos territorios los mismos que tenían antea 
de su independencia los antiguos virreinatos de Nueva Grana- 
da y el Perú, con las solas variaciones que juzguen convenien- 
tes acordar entre sí,á cuyo efecto se obligan desde ahora á ha- 
cerse recíprocamRute aquellas cesiones de pequeños territorios 
que contribuyan á fijar la línea divisoria de una manera natu- 
ral, exacta y capaz de evitar competencias y disgustos entre 
las autori la les y habitantes de las fronteras. Art. 6*^ A fin de 
obtener este resaltado, á la brevedad posible, se ha convenido 
y conviene aquí expresamente en que se nombrará y constitui- 
rá por ambos gobiernos una comisión compuesta de dos indi- 
viduos por cc*da república; que recorra, rectifique y fije la lí- 
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nea divisoria conforriip á lo estipulado en el artiítiilo nnterior. 
KstH comisiónalo poniendo con acuerdo de fus Gobiernos res- 
pectivos, n cada una de las partes en posesión de lo que le co- 
rresponda, á medida que vHva reconociendo y trazando dicha 
línea, comenzando desde el río Tnnibes, en el o<-eano Pacífico. 
Art. 7^ Se estipula asimismo entre las partas contratantes, qué 
la comisión de límites dará princi[)io á sus trabajos, cuarenta 
días después de la ratificación del presente tratado, y los ter- 
minará, en los seis meses siguientes. Si los miembros de dicha 
comisión discordaren, en uno ó mas puntos en el curso de sus 
operaciones, darán á sus gobiernos respectivos una cuenta cir- 
cunstanciada, de todo, á fin de que tomándola en considera- 
ción, resuelvan amistosamente lo más conveniente debiendo 
entre tanto continuar sus trabajos hasta su conclusión, sin in- 
terrupción de ninguna manera. 

No obstante que este tratado fue sancionado no llegaron 
las comisiones á realizar sus trabajos, pues aunque los comi- 
sionados de Colombia, el coronel don Milciades Eugenio Ta- 
maris 3' el capitán de fragata don Agustín Gómez llegaron á 
Tumbes para dar comienzo A su labor, los del Perrt no llegaron 
á ir, porque el mismo plenipotenciario colombiano señor T. C. 
Mosquera, solicitó se aplazasen los trabajos, y se a«íordó una 
prórroga de 40 días del tratado hasta el primero de abril de 
1830 "en que habría variado la estación y mejorádose los ca- 
minos, para hacer practicable la marcha de los comisionados 
sóbrela cordillera de Jaén." 

Nos encontramos ya en el año de 1830. Enél separáronse los 
departamentos colombianos de Quito, Azuay y Guayas y cons- 
tituyeron la república del Ecuador. 

Después de la disolución de la antigua Colombia, converti- 
da en tres naciones, nada particular y notable ofrece nuestra 
controversia con la cancillería de Bogotá hasta 1853; y puede 
decirse, más bien, que este lapso de tiempo está caracterizado 
por un marcado silencio,que revela lo infundado que es el pre- 
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tendido derecho de Colombia á las zonas que como suvíis quie- 
re agregar á su territorio. 

En 1853 el gobierno del Perú dio nn decreto sobre adminis- 
tración política y militar de Loreto, fundado en la cédula de 
1802 que le dio el dominio de toda esa región. Colombia á la 
par que el Ecuador, protestaron, ale<»'ando, que ese territorio 
les pertenecía. El Perú sostuvo el perfecto derecho qne le asis- 
tía y para probarlo reprodujo la citada y tan conocida códula 
de 1802 y concluía invitando á los gobiernos protestantes |)a- 
ra trrttar conjuntamente la cuestión le límites,paradisi[>ar du- 
das é incertidumbres, y la situación azarosa 3^ llena de peligros 
que originaba y hasta hoy origina el problema de delimitación 
de fronteras. 

Como en la convención fluvial de 1858 celebrada entre el 
Brazil y el Perú, se pactaba como concesión especial, la libre 
navegación de las naves peruanas y brazileras, en el Amazo- 
nas, cláusula que revelaba que en el corcepto de estos dos paí- 
ses á ellos les correspondía el dominio del gran río Orellana, el 
Enviado Extraordinario de Colombia señor Florentino Gonza- 
les, llamó la atención de nuestro Gobierno, en 1860, para nía. 
nifestar que **no aceptaba el alcance (jue á tal estipulación pu- 
diera darrte en perjuicio de los derechos de su nación, cuyas na- 
ves podían con completa libertad, sin necesidad de concesión 
especial, descender por algún afluente del Amazonas y navegar 
por sus aguas, por ser un principio sancionado por la ciencia 
jurídica internacional, la facultad "(^ue tienen las naciones ri- 
bereñas de ríos que bañan el territorio de varias, para servirse 
en común de sus aguas, con tal que observen los reglamentos 
relativos á la policía de la navegación de dichos ríos.'' Esta 
protesta daba ya á entender que Colombia se creía con dere- 
cho á navegar por el Amazonas por ser ribereña á él, por su 
dominio á algún afluente ó afluentes; es decir, que sostenía de 
una manera implícita sus pretensiones al Ñapo, Putumayo y 
Caquetá. 
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Igiml protesta formuló en 1866 el jtfe de la cancillería do 
Colombia, & consecuencia de los trabajos que llevaba á cnbo 
f n el Putumuyo y otros puntos de esa región, la comisión mix- 
ta Perii-Iirazilera, pura dar cumplimiento á la convención de 
1S58, compleuíentaria del tratado de límit<*8 de 1851. En ella 
decía que no podía permitirse demarcación de límites en terri- 
torio que les pertenecía y para lo cual no se había tomado la 
aquiescencia de su nación, pudíendo con los trabajos demar- 
^.adores dañar sus derechos territoriales. 

Aquí conviene indicar que el Ministro de Relaciones Exte- 
riores de Colombia, en la nota que dirigió para hacer la recia- 
mación que acabamos de mencionar dice, en uno de sus párra- 
fos: **como se vé (después de reproducir las reales cé<]ulns de 
demarcación) los límites del Virreinato de Nueva Granada, 
quedaron hacia el Oriente indefinidos en parte, pues la cédula 
real citada, la de 1740, usa de la frase tierra, adentro, al ex- 
presar que las jurisdicciones de Piara, Cajamarca, Chachapo- 
yas, Motilones y Moyobamba, quedan como parte ¡nte<rrante 
del Pero, limítrofes, como los Estados Unidos de Colombia 
con el Imperio del Brazil. Por tanto el Gobierno del infrascri- 
to insiste en la creencia de que no es dado á ninguna de las 
repúblicas ribereñas del Amazonas, celebrar por su propia 
cuenta, sin contar con las demás, arre<¡:lo alguno sobre límites 
con el Imperio del Brazil", Por este acápite se ve, pues, que el 
jefe de la cancillería colombiana, en ese año (1866) fundaba 
sus reclamaciones y protestas en la oscuridad de los títulos 
coloniales hacia esas rej^iones; títulos y cédulas que se*riin el 
citado diplomático ( Don Manuel de J. Quijano) no daban 
claros derechos A ninguna de las tres naciones limítrofes por 
ese lado de la hoya Amazónica, ó sean el Perú, Brazil y Colom- 
bia. Estos eran los títulos de esta última república para con- 
siderarse ribereña con la nuestra por el Amazonas. Pretende 
con la oscuridad de la cédula de 1740, destruir la claridad 
de la de 1802, que dio al Perú todas las vastas regiones del 
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otro lado del Marafíón, cuya eficacia es innegable para qne el 
l^ern pruebe sus derechos y retenga las hermosas selvas baña- 
das por lo« aflueutes del norte, que majestuosos descienden á 
esa gran arteria, el Amazonas, que corre por el corazón de la 
América Meridional. 

Kl notable jurisconsulto señor Toribio Pacheco, que regía 
en ese año de 1866 nuestras relaciones internacionales, no pu- 
do menos en contestación á la reclamación colombiana que 
Incharla de extemporánea, tardía é inoportuna, i)or referirse 
**á hechos anteriores, públicos y consumados y que debieron 
per por lo mismo conocidos de todos lo8 gobiernos Sud-ameri- 
canos." Efectivamente, recién en el año citado (1866) recla- 
maba y protestaba Colombia del tratado de límites acordado 
en 1851 entre el Brazil y el Perú, por el cual pactó como base 
de demarcación el uti possidetis. 

El artículo referente dice así: Artículo 7^ del Tratado de 
1851: **Para precaver dudas respecto de la frontera mencio- 
nada en las estipulaciones de la presente convención, aceptan 
las altas partes contratantes el principio uti-possidetis, con- 
forme al cual serán arreglados los límites entre la república 
del Perú y el imperio del Brazil; por consiguiente reconocen 
respectivamente, como frontera, la población de Tabatinga y 
de ésta para el norte la línea recta que va á encontrar de 
írente al río Yapará en su confluencia con el Apaporis, y de 
Tabatinga para el Sur el río Yavarí, desde su confluencia con 
el Amazonas. Una comisión mixta nombrada por ambos Go- 
biernos, reconocerá, conforme al principio uti possidetis, la 
frontera y propondrá, sin embargo, los cambios de territorios 
que creyese oportunos, para fijar los límites que sean natura- 
les y convenientes á una y otra nación/' 

Y de esta convención del 51 y de la complementaria de 
1858, venía á protestar Colombia en 1866, cuando se estaba 
ejecutando la demarcación. Reclamación tan tardía, venía A 
probar ó que no se creía, en dichos años, con derechos al Ca- 
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quetá y Putnmayo, y que en tal virtud, procedía bien el Perú; 
6 que ignoraba que le pertenecían, lo cual sólo sucede cuanrlo 
no Re tiene títulos; siendo esto ultimo la causa porque no pro- 
testó en la debidca oportunidad. 

La comisión demarcadora Perú-Brazilera fijó los linderos 
respectivos de ambas naciones en las márgenes del Putuma3^(), 
poniendo las respectivas marcas, quedando para el Perú la 
mareen derecha, y la izquierda para el Brazil. Para dar valor 
A este deslinde se celebró en Lima un convenio el 11 de Febre- 
ro de 1874, que aprobado por el Congreso, quedó con fuerza- 
de ley. Colombia protestó enérgicamente por tales estipulacio- 
nes, ante el Brazil y el Perú. Son importantes las siguientes 
apreciaciones que sintetizan los títulos en que fundaba la na- 
ción Colombiana sus derechos, apreciaciones contenidas en la 
nota protesta que dirigió al Brazil y, que reprodujo en la que 
dirigió al Perfi. Dice así: **Los actos jurisdiccionales de Colom- 
bia sobre las márgenes del Amazonas desde 1822 en que fué 
promulgada en esas comarcas la Constitución de la Gran Re- 
pública, y los derechos emanados de los tratados de 1750 y 
1777, ajustados entre las antiguas Metrópolis de Madrid, y 
Lisboa, dan derecho perfecto á la actual Colombia, para pro- 
testar contra todo acto de Gobierno, que ejecuten los Agentes 
del Imperio del Brazil, del Perú, ó de cualquiera otro país, so- 
bre la inmensa extensión de territorio que disputa el Brazil, 
comprendido entre la línea del Amazonas desde el Ya varí has- 
ta la boca más occidental del Yapurá, la trazada por el curso 
de este río y su continuación hasta Río Negro, y la imagina- 
ria que partiendo de este punto pasa por el de reunión de las 
aguas del Yapurá y Apaporis y termina en el punto de par- 
tida." 

La demarcación llevada á cabo por la comisión de límites 
se le consideraba como un acto violatorio de la soberanía, 
por haberse hecho sin consentimiento de Colombia y en terri- 
torio colombiano, y que como por éste corre el río Putumayo, 
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'Ifítíía, reuniendo sus aguas á laH del «»Tan río, dentro de la lí- 
nea colombiana, era fijación arbitraria y atentatoria á los de- 
rechos de la Repáblica. 

Nnnca fnndó el Perii sus derechos, a toda la Comandancia 
General de Mainas, ni ñ las. misiones altas y bajas del Putu- 
mayo, ni rermtó, en consecuencia, como suyos todos los ríos 
()ue descienden al Amazonas del lado del Ecuador y Colombia, 
apo3'adoen los primitivos títulos de demarcación territorial, 
cuya oscuridad en cuanto al dominio. A esas vastas y desier* 
tns re<rione8, fué como lo hemos visto ya, reconocida por la 
misma cancillería de BojiTota; fue en títulos posteriores, claros 
y evidentes, como la real cédula de Carlos IV de 15 de ]ulio de 
1802. Inütil es, pues, en esta controversia citarle cédulas co- 
mo las de creación de audiencias, toda vez que los títulos que 
se exhiben son posteriores A aquellas épocas. Muy bien, pues, 
decía tiuestro Ministro de Relaciones Exteriores A la ultima 
protesta citada, que fundándose en documentos irrecusables 
el derecho del Perú, A los territorios sobre los que había pac- 
tado con el Brazil, su Gobierno sostenía el tratado de de- 
marcación, orijren de la protesta. 

De 1876 A 1890, nada notable ocurre en el vital asunto de 
nuestra vieja controversia de límites con Colombia. 

En 1890 Colombia para poder tener títulos que alegar 
sobre los territorios disputados, dio una ley por la cual, en el 
río Putumayo, en el Caquetá y sus afluentes establecía mi- 
siones para evanjirelizar á los salvajes de esas reo:iones, y crea- 
ción de policía fluvial. 101 Perú protestó de tal ley y declaró 
que no admitiría autoridad colombiana en la zona y ríos á que 
se refiere. El Ecuador ¡igualmente protestó por considerar co- 
mo suya esa zona. Colombia en contestación ale^ó, como tí- 
tulo la posesión, como si en un litigio jurídico que debe resol- 
verse conforme al derecho, tuvieran cabida actos posesorios, 
que nunca podían invocarse en un juicio de límites, porque sería 
un precedente y un principio funestísimo, por ser parte de núes- 
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tras repjioiies inhabitadas por población culta. No es la pose- 
sión la justa causa con qne puede escudársela adquisición de 
territorios; posesión que tampoco la tenía eu toda la extensión 
que se atribuía. 

Vino eu ese año el tratado García-Herrera, en el cual la 
línea de demarcación entre el Perú y Ecuador, comprendía 
hasta los ¡inderos del Brazil, salvando los derechos de tercero» 
Por este tratado no quedaba límite alguno que definirse entre 
el Perú y Ecuador, siendo esta nación la que si llegaba á san* 
clonarse el citado tratado debería discutir con Colombia 
las exigencias que formulaba. Efectivamente, la línea de 
frontera que principiaba en el mar Pacífico venía después 
de recorrer otros puntos, por el río Manta, hasta su en- 
trada al Curaray grande; el curso de este afluente hasta 
su ingreso al Ñapo; el Ñapo, aguas abajo, hasta el punto 
en que recibe el Payaguas, siguiendo por este hasta su vertien- 
te más septentrional. La línea arranca de este punto hacia el 
norte por la cima de la cordillera de Iza á Putumayo, hasta 
la primera vertiente del Cobuya; el Cobuya, el curso del Putu' 
mayo, concluyendo en el primer poste de límites que separa 
el Perú del Brazil. Como se vé esta parte de la línea Perú- 
Ecuatoriana, pactada!, en el tratado García-Herrera, compren- 
día la zona disputada por Colombia, que es la zona del Ñapo 
y Putumayo. En vista del acuerdo protestó Colombia de sus 
estipulaciones, que en la demarcación abarcaba el territorio 
reclamado. Bu 1891 insistió en sus quejas al ver el cambio de 
notas tenido lugar en Quito entre los Ministros del Perú y el de 
Estado del Ecuador, sobre la aprobación del tratado Garcia 
Herrera por nuestro Congreso, é indicabaen ella el Encargado 
de Negocios Colombiano lo conveniente y equitativo que sería 
un arreglo entre los tres gobiernos litigantes, pues así se solu- 
cionaría por un pacto común la enojosa cuestión de límites. 

Por demás importante reputamos, por dar clara idea 
de una de las fases del problema, la nota do la cancillería 
peruana de 1892 en contestación á la anterior reclamación. 
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No podemos dejar de insertar los siguientes párrafos, para 
evitar comentarios que en lugar más oportuno se harán. Dice 
la nota mencionada: (de 19 de Febrero de 1892, suscñta por 
el Ministro de Relaciones Exteriores Sr. Federico Elmore) '*En 
dicha comunicación, á la vez que insiste ü. S. en la convenien- 
cia de realizar una n3gociaci6n común con Colombia y demos 
países vecinos del Perú, sobre el asunto de sus límites territo- 
riales, señala la circunstancia deque, basándose el a^ud-do 
tratado de limites en una transacción amistosa, se h«ncp ÍTnpo- 
sible que el Perú se entienda más tarde con Colombia sobre la 
base de sus respectivos dsrechos, pudiendo producirse por esta 
causa desagradables complicaciones". 

**Desde luego, debo observar que el Gobierno peruano no 
sabe, ni ha sido informado hasta hoy, sobre cuales sean las 
razones por las que Colombia ha pretendido tenf r cuestiones 
territoriales con el Perú después de 1830 

"Muy al contrario de juzgar que existiera cuestiones entre 
ambos países, ha creído el Perú que constituido el Ecuador co- 
mo Estado independiente; y habiéndole reconocido desde en- 
tonces el Gobierno Colombiano el dominio de las provincias 
fronterizas con el Perú, como partes que fueron de la primiti- 
va audiencia de Quito, no existía punto alguno en la frontera 
del Norte en que pudiera delimitar el territorio de la Repúbli- 
ca con el de la que ü. S. representa*'. 

Dice en seguida que la línea comprendida en el oficio diri- 
gido á nuestro Plenipotenciario por el Secretario 6 Ministro 
de Relaciones Exteriores de Colombia de 1866, en la reclama- 
ción sobre nuestro tratado de límites con el .Brazil, línea que 
trataba de apoyarse con la cita de la real cédula que erigió el 
Virreinato de Santa Fé, no venía á comprobar que pudiera 
extenderse éste hasta las fronteras del Perú ó de la audiencia de 
Lima, y que tan sólo en el mapa presentado á España por Co- 
lombia en 1881 para el litigio arbitral sobre sus límites con 
Venezuela, aparece la línea pretendida y que corre por la mar- 
gen izquierda del río Ñapo y Amazonas. A continuación dice: 
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**Pero 8¡ se reconocen los títulos peruanos 6 colombianos pre- 
sentados en otras disputas análogas; si se sigue la historia de 
la constitución Ecuatoriana; y si se examinan los mapas pu- 
blicados, incluso el del o^eógrafo Codazzi, se verá que aquella 
línea del Ñapo y del Amazonas no tiene el menor precedente, 
que no corresponde á ninguna circunscripción de las antiguas 
colonias españolas; que no representa la demarcación de tra- 
tados ó arreglos posteriores y que no es ni siquiera el término 
de la posesión que Colombia ha pretendido tener en las re- 
giones de la Hoya Amazónica. Antes bien, esa línea contradi- 
ce las reales cédulas que crearon y modificaron las audiencias 
de Lima, Santa Fe y Quito, «e opone á la misma ley territo. 
rial Colombiana de 1824, que dejó Quijos, Jaén y Mainas pa- 
ra el Ecuador, y ni siquiera está de acuerdo con el artículo I'' 
del tratado firmado en Quito en 1850, por el que ratificó Co- 
lombia la cesión ó separación de aquellas provincias." 

Y en cuanto á la negociación conjunta, decía muy bien que 
no había porque hacerla con el Brazil con quien habíamos fija- 
do ya nuestros límites amazónicos; ni con el Ecuador con 
quien pendiente teníamos el arbitraje del Rey de España, y el 
^ratado García-Herrera. 

En este estado de las relaciones diplomáticas, se vé clara- 
mente cual es la cuestión que ventilamos con Colombia, cual 
sus pretensiones, los títulos en que las apoya, y finalmente por 
la nota illtima ya mencionada, vemos al Pera que no reco 
noce á Colombia personería para pretender tener cuestiones 
de límites con nosotros. 

Sobrevino después un cambio de notas en las que Colom- 
bia decía que el Perú al dar personalidad al Ecuador y negár- 
sela á ella, prejuzgaba y, para lo cual no tenía derecho. 

El tratado García-Herrera aunque aprobado por el parla- 
mento peruano en 25 de octubre de 1891, se hicieron en él al- 
gunas modificaciones en la línea demarcadora; y aunque el Go. 
bierno insistió en la aprobación de todo el tratado, el Congre- 
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so insistió á su vez, en 1893 en lan modiñcaciones introduci- 
das. 

Esta aprobación parcial del tratado, el cual en nuestro 
concepto, no era aceptable en todas su? parte, enfrió nuestras 
relaciones con el Ecuador, á tal extremo (jue la guerra pare- 
cía inevitable. El Congreso ecuatoriano declaró insubsistente, 
en 25 de julio de 1894, el decreto legislativo de 19 de junio de 
1890 que aprobó el mencionado tratado. 

El Ecuador con su espíritu de desconfianzas y temores, y 
de constante hostilidad hacia nosotros, pareció resuelto á 
una ruptura de relaciones, lo que felizraent« se evitó por la 
acción del cuerpo diplomático. 

Colombia aprovechó de este período álgido para interve- 
nir en la discusión de límites, enviando con el carácter de abo- 
gado encargado de defender los derechos déla República on 
sus pleitos de límites con el Ecuador y el Perñ, al Sr. Aníbal 
Galindo, en Agosto de 1894, y en vista de las probabilidades 
de que éstos dos últimos Estados reanudasen las negociado 
nes para el arreglo de sus límites. El Gobierno del Peni, nom- 
bró al Sr. Dr. Luis F. Villarán, como su abogado para la de- 
fensa de los derechos territoriales de nuestra nación. Invitado 
el Gobierno del Ecuador, para la discusión conjunta entre los 
tres paÍ8es,autorizó al Sr. Julio Castro, su ministro en el Perú, 
para tomar parte en la negociación. Las conferencias tri- 
partitas se iniciaron el 11 de octubre de 1 894, siendo repre- 
sentados el Perú y el Ecuador, por los ministros indicados, y 
Colombia, además del Plenipotenciario especial, Sr. Galindo, 
por el Encargado de Negocios en Lima, Sr. Luis Tanco. 

Antes de entrar á estudiar estas conferencias y el resulta 
do obtenido, nos ocuparemos ligeramente de las declaraciones 
hechas por los Sres. Galindo y Tanco á nuestra Cancillería, 
antes de ser autorizado el ministro del Ecuador, para tomar 
participación en la discusión tripartita. 

Dichas declaraciones fueron dirigidas el 13 de agosto de 
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1894. En ellas, después de manifestar que su país se conpidern' 
ba **con derecho ó por derecho civil, <5, en caso de deñciencia 
ú oscuridad de Jos comunes títulos, por derecho natural y de 
gentes, á que le sea reconocida la porción de frontera que ie 
carresponde sobre la margen septentrional del gran canal 
amazónico, íorwado por las aguas de todos entibe el Ñapo y el 
Caquetá^\ consigna las tres declaraciones si^ruientes: 1.* qu*^ 
el Gobierno colombiano deseaba ante todo una inteligencia 
franca, fraternal y equitativa, para llegar á un tratado tri- 
partito de delimitación en la zona disputada; y de que, en 
consecuencia, en el terreno de una mutua v simultánea inteli- 
gpncia, quedaba excluido todo equívoco y toda sospecha de 
duplicidad en la negociación, pues al respecto, terminantes 
eran sus instrucciones, que decían: l***Nada dirá US. al Repre- 
sentante del Perti que no pueda ÜS. decir al del Ecuador, y vi- 
ceversa"; 2.* Que aceptaba para la demarcación el principio- 
del uti'possidetís de derecho, pero coincidiendo con los razona- 
mientos del Plenipoteiíciaro del Perú en las conferencias de 28 
de octubre y 4 de noviembre de 1889, de los protocolos de 
Quito (negociaciones del tratado García-Herrera) sobre la 
imposibilidad de señalar líneas precisan en aquellos desiertos 
y la necesidad de una partición sobre la base de la equidad; y 
3.* Que en el caso de no llegarse á ningún acuerdo tripartito, 
Colombia forzada por la necesidad, daría la preferencia 
ala nación que creyera conveniente para zanjar la cuestión 
lie sus límites. 

Estas trps bases y el considerando nos revelan que Colom- 
l)ia no tiene títulos de derecho suficientes para que sean acep- 
tables SUR exigencias. Efectivamente, al decir que creyéndose 
con derecho ó por derecho civil 6 por derecho natural y de 
gentes, en caso de suficiencia ú oscuridad de los comunes títu- 
los, prueba que ella trata de apoyarse 6 en la posesión /acfa/n, 
ó que no teniendo documentos capaces de darle el dominio so- 
bre la zona que ansia, busca en los principios de derecho natu- 
ral 6 en las reglas del de gentes un apoyo á su demanda. Al 
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proponer en la primera declaración que, inspirada en nna íit* 
tcligeneia franca, fraternal y equitativa, vá A la negociación,, 
revela, también, al emplear el termino equitativa, que trata 
de eludir la controversia Jarís 6 conforme á derecho, lo cual 
está confirmado en la segunda declaración en la cual aceptan - 
tando el uti-possidetis, cree que es necesario buscar una línea 
apoyada en la eqnidad y en la amistosa inteligencia de los Go- 
biertios contendientes; y se afana en esta spgunda declaración 
en hacer resaltar el fundamento que tiene para el trazo de la 
línea equitativa, en la oscuridad y deficiencia de los títnlo» 
coloniales. 

En cuanto á la tercera declaración de dar preferencia, si 
no se llega á un acuerdo, á la nación que lo juzgue convenien- 
te, vie:ie á probar con ello de una manera implícita, que si asi 
procediera le daría la preferencia al Ecuador '^forzado por la 
necesidad de poner término & la enojosa cuestión de su fronte- 
ra meridional", amenaza que no se hubiese consignado en las 
declaraciones si el ánimo del Gobierno colombiano, hubiese 
sido el entenderse priraeto con el Perú. 

Tenemos ya iniciadas las conferencias tripartí tas y en ellas 
es donde vamos á encontrar explayada la defensa de Colom- 
bia, y en su alegato el documento, la prueba, con que justifica 
sus anhelos y aspiraciones de verse dueño de la fértil y extensa 
región encerrada por el Ñapo y el Caquetá «íomo lados y como 
base la margen septentrional del caudaloso Amazonas. 

Kii las primeras dos conferencias se rindió homenaje á las 
reglas de la diplomacia como es lo de expresar los buenos y 
amistosos sentimientos que animan á los Gobiernos á quienes 
se representa, y se acordaron ciertos detalles de orden inter- 
no, y también que habiendo sido Colombia la iniciadora de 
las gestiones, que en esos momentos se realizaban, tocaba á 
sus representantes presentar primero la correspondiente me- 
moria en npoyo de sus exigencias. Teniendo después que exa- 
minar en otro capítulo los títulos en que se apoya Colombia, 
prescindiremos de examinar su alegato. El Ecuador, pre- 
sentó en seguida el buyo, y finalmente, el Plenipotenciario se- 
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ñor Villarón coutf stó á los do8 anteriores, defendiendo con 
brío, inteligencia y erudición Ion fundamentos y conceptos de 
Jos dos anteriores alegatos, empleando en la defensa de Ion 
derechos del Perú los mismos argumentos con que el Sr. Gh- 
lindo había defendido los derechos* de su patria ante el arbitro 
español que decidió la cuestión de límites que había ten¡<lo 
con Venezuela, y probando de una manera irrefutable los in- 
conmovibles títulos que presenta el Períi. 

El Plenipotenciario del Ecuador propuso como fórmula de 
conciliación que Colombia se adhiriese al tratado de arbitra- 
je que existía entre el Ecuador y el Perú, cambiándose su na* 
turaleza y que en vez de ser el Iley de España arbitro jaris, 
fuera amigable componedor. 

El señor doctor Villarán, objetó esta fórmula fundándose 
en que sólo los interesados pueden demarcar sus fronteras, 
))orque sólo ellos conocen las conveniencias 6 intereses, gran 
des ó pequeños que deben ser concillados; que hay infinidad 
<le detalles que entran en estas clases de demarcación, que no 
pueden ser ampliamente conocidos por el juez; que aunque el 
lando ai bitrnl, con sus soluciones radicales, causara grave 
daño á la nación vencida en la controversia, no constituía 
esto una objeción irrefutable, pues nada impedía, y de ello 
habían dado ejemplo Venezuela y Colombia, que después se 
hicieran aquellas rectificaciones recíprocas para hacer desapa- 
recer un daño grave. Rechazó, pues, que se cambiara el nanlc- 
ler del arbitramento, y á su vez, propuso que el arbitro resol- 
viese cuando hubiese oscuridad ó deficiencia en los títulos, 
rtmforme á la equidad, fórmula acertadísima, y que sólo el 
enteres de las otras partes la hacía inaceptable. 

No fué, pues, aceptada, alegándose para ello que tal solu- 
<i6n no evitaba los graves peligros que resultarían de una 
sentencia con sujeción al derecho extricto. Finalmente, para 
salvar los derechos hasta donde era posible, propuso que el 
acuerdo se redactase así: S. M. el Bey de España decidirá las 
cuestiones de límites entre las tres repúblicas teniendo en con- 
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PiVeracíon no sólo los títulos, comprobantes y argumeuto» 
i]\w se le han presentado y se le presentaren, sino también la» 
Minvenieneías de las tres NacioneH, conciliándolas de manera 
que la línea de frontera esté fundada en el derecho y la equU 
dad; solución que fue aceptada. 

Aquí vemos, cuan brillantemente se defendieron nuestros 
derechos, rechazando un arbitraje de equidad, sosteniendo vi- 
«rorosamente el do derecho; proponer la fórmula segunda de 
que don<le no hubiesen tftulo8,ó fueran oscuros ó deflcientes.la 
demarcación fuera equitativa; y finalmente tratar de conciliar 
el derecho y la equidad que unifícase las aspiraciones deColom- 
bia y Ecuador que buscaron refugio en el ártntro amigable 
componedor, y las aspiraciones peruanas de que el fallo fuera 
«•on sujeción al derecho, toda vez que tenemos títulos claros a\ 
dominio de la región disputada, y queremos conservar y rete- 
ner lo que es nuestro desde el año de 1802, en virtud de la cé- 
dula que extendió la autoridad del virrienato del Perfi, & toda 
esa vasta y rica zona septentrional amazónica. 

Suscribióse la convención adicional de arbitraje, el 15 de 
diciembre de 1894 en los términos siguientes: Colombia se ad 
hiere á la convención de arbitramento entre el Perú y Ecua 
dor, de 1° de agosto de 1887; pero las tres altas partes con 
tratantes estipulan que el Real Arbitro fallará las cuestiones 
materia de la disputa, atendiendo no sólo á los títulos y argu 
mentos de derecho que se le han presentado y se le presenten 
sino también á las conveniencias de las partes contratantes 
concilitíndolas de modo que la línea de frontera esté fundada 
en el derecho y en la equidad [artículo 1°.] 

Se señaló un plazo de ocho meses para que Colombia pre- 
sente su alegato, [artículo 2°.] 

Los gastos de sustanciación del arbitraje se harían por 

iguales partes. [Art. 3^] 

Se acordó que si Colombia no aprobaba la convención sur- 
tiría sus efectos entre las otras dos naciones, [artículo 4°] 

Que si el Perú ó el Ecuador, ó ambos, no prestaban su 
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aprobación á la convención, continuaría vigente el tratado de 
arbitraje de 1887, 3' que en este caso Colombia podría adhe- 
rirse simplemente á él, dentro de noventa días, contados des- 
de que se le notificase la aprobación, [artículo 5°.] 

Estas son las estipulaciones de la convención tripartita la 
que adolece de los defectos de haberse pactado que la línea de 
límites se fundara también en la equidad, de haberse suspendi- 
do por tanto tiempo el arhitrajeyíiris que pactado teníamos 
con el Ecuador y subsistente nuevamente desde la desaproba- 
ción del tratado García-Herrera. Defectos estos que se deben 
no á la defensa que fué, como ya lo hemos dicho, brillante, ni 
á que se tuviese un mal concepto de nuestros títulos, que hi- 
cieran temer un litigio de extricto derecho, pues hemos visto 
el proceso de las medidas ó fórmulas propuestas por nuestro 
hábil plenipotenciario señor Villarán. Ello se debió á la crí. 

tica situación por la que entonces atravesaba el Perú, próxi- 
mo á envolverse en una guerra con su vecino del Norte, el 
Ecuador, lo que impidió que pudiéramos conseguir que impe- 
rase el principio del uti-possidetis en toda su fuerza, y, tam- 
bién, no hay por qué negarlo, porque quisimos mostrarnos 
animados de un espíritu de conciliación, ajeno á extremas so- 
luciones, posponiendo en parte nuestros derechos para que la 
paz y la armonía no se alejasen de entre países hermanos, pa- 
ra quienes la tranquilidad en sus relaciones y la unión en sus 
esfuerzos les reportan mas beneficios, que los qne podrían reco- 
ger con la victoria alcanzada en los campos de batalla. 

Los congresos del Períi y Colombia, sancionaron el pacto 
tripartito, mas no el Ecuador. En vista de que habian tras- 
currido nueve años, de 1894 á 1903, sin que esta última na- 
ción le prestase su aprobación, el congreso peruano declaró el 
pasado año (1904) insubsistente la convención, quedando, en 
consecuencia, en pié el tratado de arbitraje juris con el Ecua- 
dor, y nuestras relaciones con Colombia, con relación á la cues 

tión límites, en el mismo estado de 1894. 

En los años siguientes al de 1894 en que se acordó la men- 
cionada convención, nada notable ha habido con relación al 
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problema que estudiamos; y tan solo en 1903 hubo un recla- 
mo por parte do Colombia por medidas políticas y administra, 
ti vas tomadas por nuestro Gobierno en la región del Pntuma- 
yo y Ñapo, que alterando, decíase en el redamo, el stíita que 
derivado de la convención tripartita, afectaban los derechos 
colombianos á los menciímados ríos y zonas respectivas. 

Nuestro gobierno contestó que lo que se había hecho era 
únicamente mantener su antigua posesión al norte del Amazo- 
nas, con sujeción al statu qvo derivado del pacto tripartito de 
1894. Que la posesión del Perú en el Pntumayo había queda- 
do perfectamente reconocida 7 sancionada desde el año de 1873, 
en que por virtud del tratado de 1851 celebrado con el Brazil, 
Befljaron los nmrcos que deslindaron los dominas de ambos 
países en el Putumayo, siendo el del Perü colocado hacia arri- 
ba de la boca del Cotuhé, hasta donde alcanzaba la [>osesión 
facto; y que ejerciéndose dominio en esta sección en nada se da- 
ñaba las pretensiones de Colombia. En cuanto al reclamo de 
las medidas tomadas en el Ñapo, se sorprendió el Perú, que 
aquí donde nunca había tenido posesión aquella nación, pre- 
tendiese tener derechos posesorios. 

Después de este iiícidcnte, réstanos para concluir ha rela- 
ción histórica de nuestras relaciones diplomáticas en materia 
de límites con Colomlua, ocuparnos del tratado de arbitraje 
Pardü-Tanco, del modus vivendi acordado entre ambos mi- 
nistros en el año de 1904'', de la protesta que el Encargado de 
Negocios del Ecuador señor Aguirre Jado ha elevado por 
aquellos acuerdos, y délos últimamente llevados á cabo por 
nuestro Plenipotenciario en Colombia señor Hernán Velarde- 

En el tratado de arbitraje se nombra como arbitro á S. 
AI. el Rey de España, adoptándose la misma fórmula del tra- 
tado tripartito del 94, ó sea que la línea de frontera esto fun- 
dada en el derecho y en la equidad (nrt. 1.®). Se acordó que 
ambos gobiernos soliciten la a(íeptac¡ón del Roy de España, 
del cargo de Arbitro, dentro del plazo de oí-ho meses, contado, 
desde que se canjee las ratificaciones del pacto (art. 2.°). Que 
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dentro de los seift mefies siguientes se presenten al arbitrólas 
exposiciones de ambos gobiernos en que consten las pretenoio- 
nes y los títulos 6 razones que se aleguen. (Art. 3"?). Desde el 
día en que se presenten los alegatos ó exposiciones, quedarán 
autorizados los plenipotenciarios del Perú y Colombia para 
contestar, en termino prudencial que se les fije, los traslados 
que el augusto arbitro crea conveniente pasarles, así como pa- 
ra cumplir las providencias que se dicten para esclarecer el de- 
recho (art. 4*^). Pronunciado el fallo será inobjetable y ambas 
partes quedan obligadas á cumplirlo. (Art. 5*^) .En el caso de 
negarse el Rey de España para ser arbitro, se designan para 
serlo al Pre.sidente de la República Francesa, ó al Rey de los 
Belgas, ó al Consejo Federal Suizo, en el orden indicado, en el 
caso que el anteriorse niegue; debiendo cualquiera deéstos que 
conozca como arbitro ejercer el cargo conforme á los artícu. 
los precedentes, (arfc. 6.°) 

Los gastos del arbitramento se harán por iguales partes 
(art. 7.°) 

Que las ratificacicmcs y canje del tratado deben hacerse 
lo más pronto posible (art. 8.°) 

Como se vé el arbitraje es al mismo tiempo jur/s y de 
equidad. 

En el modus vivendi pactado se acuerda que ambos paí- 
ses mantengan las autoridades que tienen hctualmente esta- 
blecidas en los ríos Ñapo y Yapurá y *^ retirarán, dice textual- 
mente, todas aquellas que tienen en el territorio en litigio." 

**Que en el caso que circunstancias posteriores exigieren 

establecer en el Putumayo 6 en otra parte de los territorios 
en litigio, un régimen fiácal y de policía, este se hará de común 
acuerdo entre los Gobiernos del Perñy Colombia, establecién- 
dose, 6 bien zonas de respectiva posesión provisional, ó auto- 
ridades mixtas. 

Las condiciones del tráfico mercantil serán idénticas para 
peruanos y colombianos, como consecuencia de ser el modas 

vivendi de carácter amigable y equitativo. 

Los límites fijados á la zona que queda fuera de la autori- 
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dad exclusiva del Perú y Cjlo:nbia, 7 en general, loí t^^rmiuos 
de este acuerdo no poJráu s^r alegador contra los derechos 

que ambos países reclaiiieti en el juicio arbitral. 

Finalmente Sá comprometen amboi Gobiernod á no inno- 
var él régimen que el macftf.'í r/V¿?/id/ acordado establece para 
la zona en litigio. 

Siempre esta clase de acuerdos reportan ventajas; pues 
por ellos se impide el avance en los territorios disputados, se 
evitan los constantes choques entre las fuerzas que cuidan las 
fronteras, se fija claramente las posesiones respectivas de los 
países, y se salva el que pueda invocarse la simple ocupación, 
como título 6 prueba en las controversia*? de esta naturaleza, 
ocupación que generalmente es un acto de fuerza cuando se 
realiza en zonas limítrofes y litigiosas, inconvenientes todos 
que desaparecen por medio de estos convenios transitorios y 
que aseguran la paz de los países contendientes. 

El Encargado de Negocios del Ecuador señor Aguirre 
protestó del arbitraje y del modus vivendiy por tratarne de 
territorios que, dice, pertenecen A su nación, la única con de- 
recho para controvertir con el Perú sobre su propiedail, y ade- 
más porque se caía en el peligro de que debiendo resolverse 
por un fallo arbitral la línea de frontera Perfi Ecuatoriana, 
línea de frontera que comprende también la zona del Ñapo al 
Caquetii, la misma reclamada por Colombia y sujeta igual- 
mente, en mérito del arbitraje, á ser objeto de otro fallo, po- 
dían resultar dos sentencias sobre un mismo punto, ser con- 
tradictorias y dar así origen á discordias posteriores 

El tratado Tanco-Pardo, ha sido desaprobado por Co- 
lombia. 

A consecuencia del estado en que quedaron las relacio- 
nes, se acentuaba cada vez mcls la necesidad de llegará un 
acuerdo. 

Constituido como plenipotenciario del Perú, en Bogotá, 
el doctor Herirán Velarde, se iniciaron negociaciones y se ha 
llegado á firmar en el mes de Agosto, en materia de límites, 
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dos acuerdos: uno de arbitraje.y otro sobre modas viven- 
di en el Piitiimajo. 

En el arbitraje 8e estipula, que el fallo se inspire en el de- 
recho y la equidad, couííult^ndo los intereses de arabas par- 
tes. 

El arbitro es el Soberano Pontífice, ó en su defecto, si no 
acepta, el Presidente de la República Arj^entina. Que el pre- 
sente compromiso queda subordinado al arbitraje pactado 
en 1887, hoy en ejecución, entre el Ecuador y el Perú, y que 
sólo surtirá efecto si el fallo adjudica al Perú territorios recla- 
mados por Colombia, cuya propiedad definitiva será resuelta 
por el Romano Pontífice. Que el tratado de arbitraje ecua- 
toriano-colombiano Andrade-Betancourt, suscrito el pasado 
año, no se llevará á efecto hasta que termine el nuestro con 
el Ecuador. 

Desde luego nada tenemos que objetar en cuanto al arbi- 
tro desi{>:nado, el Papa, quien, como nadie, es sólida garantía 
de justicia é imparcialidad. Lógica es la subordinación que 
se establece al fallo del arbitraje con el Ecuador, pues que 
ahí se va á declarar el dominio de las mismas regiones dis- 
putadas por Colombia, reclamaciones que implícitamente 
tienen que quedar resueltas con aquel fallo. Natural era sus- 
pender el acuerdo Andrade-Betancourt, porque no deben ha- 
ber dos litigios simultáneos sobre uua misma cosa, y si se tie- 
ne que tomaren cuenta, como se ha pactado, el fallo que se 
expida en el juicio que actualmente se ventila con el Ecua- 
dor. 

Seguro d'í la eñ'írKíia de nuestros títulos, no he creí<lo 
nunca que debíamos dpjar un juicio de derecho, para dar pa- 
ne A una litis en que sea la equidad la que resuelva. Por eso 
no juzgamos aceptable la Convención Tripartita de 1894, y 
de la cual es repetición el actual pacto que comentamos. 

Si en definitiva lo que va á resolver la cuestión es el fa- 
llo del Rf'y de España, con el Ecuador; y este fallo, tiene que 
inspirarse en el extricto derecho; y dicha sentencia tiene (jue 



— 30 - 

tomarse en eonsideración, sólo en el Cctso de ijue now sea favo- 
rable, no hay razón jurídica para que el fallo con (>oIonil)ia 
sea (le equidad, toda vez que tiene que fundarse en el failo de 
derecho con el Ecuador. 

El modus vj rene// pactado señala en el Putuinayo dos zc>- 
nan: norte y sur, de ocupación provÍHÍonal. La zona para. 
Colombia, compreriderA los territorios situados en la margen 
i«quierda, y los de la derecha para el Perú, respetándose las 
actuales posesiones en mérito del stfítn quo acordado. 

La zona de Colombia en toda la marf»en izquierda, llega 
hasta confinar con el límite del Brazil, exceptuándose las 
regiones de los ríos Cobuya y CotuhCs habitadas por pobla- 
ción peruana. 

No puede negarse que es mucha la extensión de la zona 
concedida á Colombia, desposeída de toda dase de títulos pa- 
ra reclamar dominio alguno en el Putumayo. 

Este es el último acuerdo que en materia de límites mar- 
ca el estado de nuestras relaciones con Colombia. 

Hemos hecho la anterior relación histórica no porque crea- 
mos que sea una novedad lo que es materia por demás cono- 
cida la vieja controversia de nuestros límites, sino para 
manifestar qué consecuencias jurídicas se deducen del desarro- 
llo histórico, que en toda ciencia y en toda investigación sir- 
ve para determinar la verdad, más ó menos perceptible y que 
puede apreciarse entre la vanada sucesión de los hechos. 

Del desenvolvimiento histórico de nuestras relaciones con 
Colombia, se vé, de un modo palpable, claro, evidente, su ca- 
rencia de títulos y lo despojadas que se encuentran sus preten- 
siones de todo valor jurídico. 

En 1822, vemos invocar al plenipotenciario Colombia 
no para reclamar Jaén y Mainas, como título, una Guía, 
la de 1794, del virreynato del Perú, título, por cierto, sin 
valor científico para apoyar derechos. Después, en 1860 
funda Colombia sus pretensiones á la libre navegabilidad 
desús naves por el Amazonas, en que es ribereña, de dicho 
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rio, lo que no es razóa decisiva, y sin afirmar, ni mucho me- 
nos probar, por qué lo es tnl. En 1866 hace descansar su» Ua- 
inados derechos en la oscuridad de las reales cédulas de de- 
marcación, esjíecialmente la de 174-0, y que, según decía, mi 
daban derechos ni al Perú, ni al Ecuador ni á Colombia. 

Tan solo en el mapa que en 1881 presentó ColombÍH, ni 
arbitro, en el arbitraje que sostuvo con Venezuela.aparece por 
vez primera la línea de demarcación que hoy pretende; innpji 
que no puede servir de prueba contra el Perú, porque bien ¡ju- 
do el gobierno colombiano hacer tra«ar la línea de frontera 
desde las cabeceras del Cuzco. Sorprende, pues, sobremanera, 
la demarcación que se hizo en ese mapa. ¿De dónde se deduce 
que la línea colombiana en nuestras regiones fronterizas co- 
rra por el Ñapo? ¿Qué título puede exhibirse? ¿Qué célula 
marca coa tanta precisión geográfica la demarcación colom- 
biana? No podrá invocarse ni razón, ni hecho, ni compro- 
bante alguno, que justifique tal línea. ¿O por qué, como lo di- 
ce la parte contraria, las cédulas de creación de audiencias y 
virreinatos son oscuras é indefinidas al respecto, pueden auto- 
rizar para fijar una demarcación caprichosa y antojadiza? 
Por último, en todas las fases de la disputa y en todas 
sus épocas invoca, incesantemente, la equidad, huyen- 
do del extricto derecho; y así vemos en las conferencias 
tripartitas, como en otras fechas distintas, luchar abier- 
tamente los delegados colombianos porque sea eqiiiUttivo 
el fallo del Rey arbitro, como lo ha hecho en el ú I ti no 
tratado, cuya aprobación está pendiente. Fué también en esas 
conferencias donde se mencionaron, por los mismos delegados, 
principios generales de derecho y de jurisprudencia en apoyo 
de sus pretensiones. 

Esta variabilidad en la defensa de Colombia, que vé en 
la equidad, su salvación, le da un caréct^er peculiar con rela- 
ción á las disputas con el Ecuador, el cual ha sometido sus 
reclamaciones á un juicio de derecho probando así, al mismo 
tiempo, lo gratuito de sus exigencias. 



Principio de los limites eoloniales 

Feliztuente no es ya punto controvertido determinar el 
principio conforme al caal deben fijarse los límites entre Ioh 
p aíses snd-americanos. 

Este principio es el de los límites coloniales que, conniste. 
en que cada estado ten^a por límites los mismos que tuvo co- 
mo colonia en el momento de su independencia de la Metrópo- 
li, es decir: "que el contorno de las grandes circunscripciones 
coloniales se convierta en los marcos de los nuevos estados" 
y que éstos no tengan más extensión, más territorio, que el 
que tuvieron los virreinatos, capitanías y audiencias respec- 
tivas. 

Este principio se recomienda por sí, porque encierra una 
noima de justicia y dá al mismo tiempo una ba^e segura, cla- 
ra y perfecta para la demarcación territorial de los estados 
hispano-americanos. 

Entre las cualidades qae debía tener el principio de demar- 
cación que se buscase, no debía faltarle, como condición esen- 
cial, la de que diese á cada Estado lo que antes tenía ó le co- 
rrespondía de derecho, para evitar usurpaciones, garantizan- 
do la propiedad de grandes extensiones territoriales no posei- 
das por la nación dueño de ellas, reconociendo, al mismo tiem- 
po, el dominio, aunque no fuese acompañado de la posesión 
efectiva, lo que no era dable exigir ante la poca población de 
estos países y la gran extensión de su territorio en parte mon- 
tuoso y selvático. Todo esto se consiguió con la adopción del 
principio de los límites coloniales que puso á cubierto el que 
los territorios que les correspondían á las distintas naciones 
de la parte meridional de América, pudiesen ser apropiados 
por otros estados, como rea nallius, 6 cosas sin dueño. 
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El principio que estudiamos no deja de tener alguna afini- 
dad con la fórmula ó teoría de Monroe, bien conocida, y que 
es reputada como la norma que guía la diplomacia de la Gran 
BepíJblica. Efectivamente, la declaración del Presidente Mou-. 
roe, contenía dos puntos: 1.*^ Que los Estados Unidos no per- 
mitirían que los Estados europeos establecieran colonias nue- 
ras en América; y 2,^ Que aquellos no pod ían intervenir en los 
asuntos de este continente. A la primera deelaraciÓQ se le Ha^ 
mó principio de no colonización. Esta es la que vemos que tie*> 
ne alguna relación con el ptiiicipio de los límites coloniales. La 
declaración de Monroe no acepta territorios en América sUr 
céptibles de ocupación ó posesión, no hay territorios res nut 
Iliusy no permite, en consecuencia, que ningún país euro- 
'peo, se apropie nada, ni funde colonias en este continen- 
te. El principio de los límites coloniales sanciona que no 
hay, dentro del marco territorial de cada nación, territorios 
para ser poseídos por extraños aunque no haya la po^esiói^ 
factum del país á que pertenecen. Estos son, no del primer ocu- 
pante, ni del poseedor, sino del que tiene el título jurídico 
de dominio; no hay, pues, terrenos en los cuales pueda invo- 
carse como prueba del derecho de propiedad, la posesión. Ni 
en la doctrina de Mónroe, ni eh el principio indicado, se acep- 
tan que hayan territorios que pued an ocuparse, todos tienep 

dueño. ^ 

Importante es, pues, un principio que evita se atente á la 
integridad nacional; y así lo fué la doctrina de Monroe, pues* 
sabemos que varios Estados europeos que rían adueñarse de 
terreno^ norteamericanos y que Inglaterra reclamó que se 
sancionara, según ella, teoría tan contraria al derecho que 
permite la ocupación de los territorios sin dueño. A no haber- 
se éobijado los países de la tierra descubierta por Colón, en 
principio tan previsor, constantemente hubieran sido víctimas 
de apropiaciones y despojos. 

Ese principio colonial se ha expresado bajo la fórmula im. 
propia de uti possidetis, fórmula de un interdicto romano con 



— 35 - 

que ^9 amparaba la posesión, mientras se controvertía la pro- 
piedad, por la razón de que el derpcho romano sentó como 
axioma de procedimiento, que los juicios posesorios tienen la 
preferencia sobre los petitorio?. 

( Sabemos que eu la sabia legislación de Roma, habían los 
llamados interdictos; que estos eran generales y particulares; 
siendo los primeros normas de derecho para casos genérale^ 
y los segundos, mandatos ó prohibiciones, ó sea una regl^, 
para casos particulares y que veníaá ser la ley del litigio en ca- 
so de contradicción; y que ambas clases de interdictos tuvieron 
por obieto llenar los vacíos del derecho civil, tí obviar el rigor* 
dq sus principios; reglas que dadas por ^1 pretor engendraron 
una especie de derecho, pretoriano. . 

Su origen databa de los vicios ó rigores de la ley para 
asuntos que reclamaban la Intervención y la vigilancia de la 
autoridad, como, por .ejemplo: asuntos de deri^cho pút|lico, 
divino ó religioso. 

Entre los interdictos relativos á la posesión, que habían pa 
ra retenerla, recobrarla, siendo llamados retfnende jfossessirnes. 
causa que tenían por objeto amparar en la posesión y poner 
al poseedor á salvo contra atentados y violencias, se encuen-» 
tra el llamado üt/ pos5iWet/s, que' era prohibitorio; y que pro- 
hibía se perturbase al poseedor con violencia; y que aunque 
en la fórmula que tenía se hablaba domo aplicable á los edifl-* 
eios, se hacía extensivo a todos los inmuebles. 

Los interdictos dobles tenían una naturaleza sai génerís, 
pues se daban tanto para adquirir una posesión que nunca se 
ba tenido^ como para recobrar la perdida. Este interdicto se 
revestía en el procedimiento de un ciftráctér original, pues en 
el litigio los contendientes eran ñ la vez demandantes y de^ 
mandados, lo que parece indicar que se api icaba para casos 
en que era controvertible el derecho que tuvieran ambáB. par-, 
tes, bien para adquirir la posesión, bien para retenerla. 

Como se vé la fórmulauí/ possidetis es impropia para %J^*'. 
plicar y expresar el principio de los límites coloniales, por ser 
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este interdicto para amparar en la posesión, el hecho de la po- 
sesión, y nó el derecho que dá el título para poseer y tener do- 
minio, viniendo así á expresar lo contrario á lo que es el prin- 
cipio de los límites coloniales. 

Parece que al tomarse la expresión ut¡ possidetis, hubo 
error, aunque pudo tenerse idea un tanto aproximada á lo 
que significa el principio de los límites coloniales y la necesidad 
de representarlo por la fórmula de algán interdicto romano. 

Hemos visto la clasificación de los interdictos; que su ob- 
jeto era amparar con ellos lo que no lo estaba por la ley civil; 
y que se dirigían en especial á asuntosi de gran interés, como, 
por ejemplo, cosas de derecho pflblico. Pues bien, siendo la 
demarcación territorial asuntos de tan trascendental impor- 
tanbia, juzgaron los tratadistas de Sud América que la base ó 
el principio se debía expresar con la fó rmula de algún inter- 
dicto romano; y que este debía ser de los re lativos á la pose- 
sión por tratarse de territorios demarcables que debían po- 
seerse y cuya posesión debía garantizarse; y dominados por 
esta sola idea, la de garantizar la posesión que debían tener ^ 
fué que sin duda, sin fijar su alcance, adoptaron la expresión 
uti possidetis. 

Confundieron la fórmula nti possidetis con la que corres- 
pondía á alguno de los interdictos dobles, los cuales se acer- 
can más á lo que signiñca el principio de los límites colonia- 
les, por ser aquellos de naturaleza sai géneris, que se referían 
¿adquirir la posesión y controvertirla en una litis de carác- 
ter también esptH2Íal, en la que se defendía el derecho á poseer 
por ambas partes, y por ambas partes se negaba esa facultad. 

Este interdicto como se vé, se acerca, como lo aca- 
bamos de decir, al principio que examinamos, si bien no es 
igueüi ó semejante, pues se reclama con el título jurídico la po- 
sesión á terrenos limítrofes no ocupados; siendo la controver- 
sia de límites parecida— volvemos á decir no igual— al litigio 
en que se aplicaba algún interdicto doble. 

Han habido dos opiniones en cuanto al significado de uti 
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possidetis; unos fundándose en la ititerpretación literal, de- 
cían que para detdr minar los limites había que atenerse úni- 
camente á la posesión de hecho, á la que se tuvo en 1810; y 
otros no sólo fi la que se tenía actualmente, sino á la que se 
tenía derecho por los títulos coloniales y las disposicione.s de 
la Metrópoli. Da aquí que se quisiera expresar ambas opi- 
niones por laa fórmulas uti possidetis jaris y uti possidetis 
fado, inadecuadas, ambas, para expresar con claridad la nor- 
ma aceptada para señalar fronteras. 

Hoy esté claramente definido el alcance del uti possidetis, 
que se refiere no sólo á lo que se posee, sino á lo que se tiene 
derecho á poseer y á lo que pertenece por derecho. 

La autoridad de este principio está plenamente reconocida 
y sancionada por las constituciones del Ecuador, Colombia y 
Venezuela, por las declaraciones oficiales de los gobiernos y 
por los tratados. 

Entre estos últimos pactados con nosotros y en los que se 

ha sancionado el principio, tenernos: el tratado de Paz de Gua 

yaquil de 1829: el tratado de 1848, aunque no sancionado pero 

que tiene valor, firmado en el Congreso Americano, reunido en 

Lima, y cuyas naciones signatarias fueron Perú, Nueva Gra 

n ada, Ecuador, Chile y Bolivia: el tratado de límites con el im 

perio del Brazil de 1831: la Convención Arbitral firmada con 

el Ecuador en 1887: el tratado tripartito con esta República y 

Colombia, de 1894: el tratado de límites con Bolivia, de 1902* 

el tratado de arbitraje con Colombia, de 1903; y el que acaba 

de firmarse en Bogotá en estos días. 

Se ha señalado como el momento de la independencia de la 
América española, el año de 1810, porque en esta fecha estaba 
ya revolucionada contra el domi nio de P^spaña, el grito de la 
libertad resonaba por todas par tes, estableciéndose un estado 
de fuerza, en que la autoridad de la Metrópoli había perdido 
todo vigor y todo respetiO. 

El principio de los límites coloniales, se traduce en los títu" 
los, actos ó disposiciones reales vigentes en 1810, que demar" 
carón las fronteras de las respectivas colonias. 
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Lo8 actos regios que fijaron límites han aido .clasiScados 
en él alefato que Colombia presentó en 1882 al Rey de It)Hpajia 
en sujuicii) con Venezuela, clasificación que ba recibido s.ao-: 
cióny que, por consiguiente, tiene autoridad. Dichos actos» 
que pueden invocartfe como pruebas, son los siguientes: 1^ Las 
leyes de los Soberanos absolutos recopiladas en los diversos 
códigos que son conocidos: 2^ los tratados públicos, con- 
venciones y pactos intíernacionales y particulares, promulga- 
dos por el Boberano: 3^ las Reales Cédulas autorizadas con la 
firma simbólica del Gobierno **Yo el Rey" y la del respectivo 
secretario ¿e Estado; y 4° las reales Ordenes, proferidas en 
nombre del Rey, bajo del respectivo ministro 6 secretario de 
Estado. 

**Como pruebas auténticas de dichos actos: 1*^ los instru* 
mentos origin ales de dicbrs Reales Cédulas y Realeo Ordenes, 
es decir, Ips mismos autógrafos que fueron expedidos ó envia- 
dos á sus destinatarios, ó sean los Virreyes, Presidentes, Go- 
bernadores, Capitanes Generales y Audiencias de las provin- 
cias de Ultramar que debían darles cumplimiento: 2^ las co- 
pias que fueron expedidas, en su tiempo^ por la autoridad 
competente para algún objeto legal, y de cuya autenticidad no 
puede dudarse: 3° la^ que presentadas por una de las partes, 
sean admitidas por la otra, ó sea la confesión de la parte con- 
traria." 

Pueden servir como prueba, en su caso, los títulos de las 
propiedades situadas en los linderos, las actas judiciales de 
algún deslinde, inspección ó composición, ó cualquiera otra 
prueba judicial. Igual luz pueden proyectar las Memorias de 
Virreyes, informes de Presidentes, Audiencias ú otras autori- 
dades, cuyos documentos sean de carácter público. Subsidia- 
riamente pueden servir para esclarecer un punto, las descrip. 
clones de viajeros distinguidos, mapas, etc. 

En el fallo del litigio de límites entre Colombia y Vene- 
suela se estableció la distinción de actos regios de demacación 
definitiva ó de unión real y las demarcaciones transitorias 6 
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de unión personal. Son las primeras las que por su naturaleza 
tienen fuerza en las controversias actuales. 

Hasta aquí tenemos en tesis general, examinado ligera- 
mente todo lo relativo al principio de los limites coloniales, 
con el cual vamos á resolver el problema de la demarcación 
de nuestras fronteras del Norte con relación á Colombia. 



Tftnlo» eolonialeí» 



Hemo8 tratado de las relaciones históricas tenidas con 
Colombia por motivo de limites coloniales,»! bi<^n no en toda 
sn extensión, porque pxiste un estudio más serio, detallado y 
erudito, que es el alegato presentado á España en el juicio de 
arbitramento con el Ecuador. 

Vamos á ocuparnos de las exi^ncias colombianas, pre- 
sentarlas sintética y descarnadamente, compulsar sus prue- 
bas é indicar lan conclusiones á que llegamos en este asunto 
cuya importancia es maniñesta. 

Colombia sostiene que le pertenece la zona comprendida á 
ambos lados del Putumayo y que descansa en el Amazonas 
que representa la base. Esto es lo que dice ser suyo como lo 
tenemos dicho al ocuparnos de las conferencias que precedie- 
ron á la Coitvención Tripartita cuando reclamó el Plenipo- 
tenciario señor Galindo, para su país, como mínimum de sus 
exigencias la extensión territorial siguiente: Decía, *'I)e la bo- 
ca del Apaporis en el Yapurá. á San Antonio de Leticia, y de 
aquí, aguas arriba por la margen izquierda ó septentrional 
del rio hasta el punto que se designe como conveniente para 
subir desde él, por en medio de las tierras altas que forman el 
diviso aquorum entre las aguas que de un lado van al Ñapo 
y del otro al Putumayo, dejando, por nuestra parte, como 
es de estricta justicia, ecuatoriano el Ñapo que atraviesa 
por mitad su territorio, y es la única arteria navegable de 
la hermana República para ir al Amazonas". 

Esto juzga que debe pertenecerle por estricta justicia, así 
como que por estricta justicia debe dejarse el Ñapo para el 
Ecuador. 
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Colombia cree que sus derechos del lado del Yapurá es- 
tán apoyados por el tratado de Madrid, acordado entre Es- 
paña y Portugal en 1750, y en el tratado de San Ildefonso. 
Apoyada en estos dos acuerdos fué que aquella República pro- 
testó ante el Perú y Brazil, de la demarcación que de sus lími- 
tes hicieron; pero nada más infundado, por no darle dichos 
tratados un título justificable. 

Efectivamente, el primer tmtado, el de Madrid, al señalar 
la frontera entre las posesiones portn<rnesas (Bra2il),y las es- 
pañolas (Bolivia, Perú, Nueva Granada, etc.) dice, tomando 
la línea sólo en la parte que nos interesa: '^Bajará la línea por 
las aguas del Guaporéy Ma moré, ya unidos, hasta el paraje 
situado en igual distancia del citado río Marañón ó Amazo- 
nas y de la boca del mismo Mamoré; y desde aquel paraje con 
tinuará por una línea este-oeste hasta encontrar con el río 
Ya varí hasta donde desemboca en el Amazonaa.segairá aguas 
ahajo de este río hasta la boca occidental del río Yapará que 
desagua en él por la margen sepientrionaT\ 

Esto es lo acordado en el tratado. En el de San Ildefonso 
(1,777) se reproduce textualmente las estipulaciones que aca- 
bamos de indicar; y continuando la línea de la boca occidental 
del Yapurá, dice: ''Continuará la frontera subiendo aguas 
arriba de dicha boca occidental del Yapurá y por en medio de 
este río, hasta aquel punto en que puedan quedar cubiertos 
los establecimientos portugueses de las orillas de dicho río 
Yapurá y del Negro." 

Como se vé, la frontera después de seguir por el Ya varí, 
penetra al Amazcmas y siguiendo el rnirso de las aguas vá 
hasta la boca más occidental df»l Yapurá y subo pOr osterío,al 
cual tenemos derecho en mérito de la cédula de 1802 hasta el 
punto en que deja de ser navegable. 

Esos títulos no justifican los pretendidos derechos de Co- 
lombia, pues la línea demarcadora del tratado de Madrid, 
reproducida en el de San Ildefonso, lo que separaba era las 
provincias portuguesas, de las españolas ósea el Braz¡l,colo- 
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Día de] Portugal» de Bolivia, Perú y Nueva Granada, colonias 
de España. No indicaba los Hmites entre Nueva Granada y el 
Perú, posesiones ambaR españolas. 

Lo que se vé es que la linea si^ue por el Yapurá, y no por 
el Ñapo, que es la que pretende Colombia. ¿Cómo puede, pues, 
fuitdarse en lo» tratados citados que no señalan el Ñapo, sino 
el Yapurá como línea divisoria? ¿De dónde deduce Colombia 
que el tratado de San Ildefonso le dá derecho de propiedad A 
la zona qne pretende, si más bien dice lo contrarío, 6 sea que 
la línea corre por el Yapurá? 

La línea que si<^e el curso del Yavarí hasta el Amazonas, 
no es objeto de nuestra tesis; ella toca á los límites con el Bra- 
sil. Lo que es objeto del litipo es la línea del Yapará; y nada 
podría resolverse en cuanto á eu propiedad por los tratados 
de Madrid y de San Ildefonso, como acabamos de ver; hny que 
ap^elar á otros medios probatorios. 

Veamos ahoni que dicen las cédalas de creación de las au- 
diencias en cuanto á fronteras y como las interpreta, no el Pe- 
ra, que podría tachársele de parcial, sino la misma Colombia, 
opinión irrccnsable. 

Ti-es son las cédul£is que debemos examinar: la de fun- 
dación de la audiencia de Quito de 1563, la de erección del vi- 
rreinato de Santa Pé de 171 7, y la de 1739 por la que se volvió 
á restablecer ese virreinato suprimido en 1723. 

Dice la primera: ''La provincia de Quito, y por la costa 
hacia la parte de la ciudad de los Reyes hasta el puerto de 
Paita exclusive; y por tierra adentro hasta Piura, Cajamar- 
ea. Chachapoya?, Moyobamba y Motilones exclusive, inclu- 
yendo hacia la parte susodicha los pueblos de Jaén, Vallado- 
lid* Loja, Zamora, Cuenca, La Zarza y Guayaquil, con todos 
los demás pueblos que estuvieren en sus comarcas y se pobla- 
ren; y hacia la parte de loe pueblos de la Canela y Quijos, ten- 
ga los dichos pueblos con los demás que se descubrieren; y por 
la costa hacia Panamá hasta el puerto déla Buenaventura 
inclusive; y la tierra adentro á Pasto, Popayán, Cali, Buga^ 
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Chapanchica y GuarchldonH, porque los demáft lugares de lii 
frobernación de Popayán son de la audiencia del Nuevo Reino 
(le Granada, con la cual, y con la tierra firme pai-te términos 
por el Septentrión y con la de los Reyes por el Mediodía, te- 
niendo al Poniente la mar del Sur y al Levante provinciaii 
núii no pacíficas ni descubiertas." 

Esta es la tínica cédula que dá algfin derecho, no á Colom- 
bia, sino al Ecuador, al incluir en la audiencia de Quito lo8 te- 
rritorios de Quijos y Canela, audiencia que en 1830 formó la 
república ecuatoriana, no pudiendo hoj' en eonnecuencia invo* 
car Colombia en su apoyo la cédula á que nos referimoB. 

La cédula del virreinato de Santa Fé señaló como territo- 
I io de su gobierno las provincias de Santa Fé, Nuevo Reino de 
Granada, las de Cartagena, Santa María, Maracaybo, Cara* 
cas, Antioquía, Guayanas, y esa de Quito, dice, "con todo lo 
demás y términos que en ella lo comprenda; y que res- 
pecto de agregarse á Santa Fé esa provincia de Quito le ex- 
tinga y suprima la Audiencia que reside en ella, etc." 

Nada nuevo dice esta cédula para que Colombia se apoye 
en ella. Se incorpora á e^e virreinato la audiencia de Quito y 
en tal virtud no puede alegarse claridad en los títulos; y máa 
que todo, separado el Ecuador en 1830 de Colombia, tenien- 
do por territorio el mismo de la Audiencia de Quito, fué aque- 
lla nación quien quedó con derecho para litigar sobre la pro- 
piedad de Quijos, Canela y los demás territorios comprendidos 
en la cédula de creación de la Audiencia de Quito, como acaba- 
mos de manifestar. 

Por la cédula de 1740, pretende Colombia colindar con el 
Perú. Dicha cédula lo único que comprueba es que había una na- 
ción que se tocaba con nosotros, y ella fué la antigua Colom- 
bia, pero sólo hasta 1830. La línea señalada en esa cédula 
parte de Tumbes, sigue por las serranías y cumbres de los An- 
des, la jurisdicción de Paita y Piura hasta los 6^ 80' de lati" 
tud Sur del Marañón, y la tierra adentro, dejando al Perú* 
Piura, Cajamarca, Chachapoyas, Moyobamba, Motilones, y 
por la cordillera Jeveros, atravesando á los 6° latitud Sur el 
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Ucaynli, hasta dar con el Y a varí, en su confluencia con el Cu- 
rapí. De aquí no se corapnieba, ni que la actual Colombia ven* 
ga á lindar con nosotros en la zona que pretende, ni que és- 
ta sea suya, porque hornos visto que los terrirorics litigiosos 
nunca furniaroii part.e del virreinato de Santa Fé, sino cuan- 
do se le agre^yj^ó la audiencia de Quito. 

Hay por medio un elemento <]ue es preciso determinarlo 
con precisión y del cual depende la solución del problema» 
esa incógnita, ese elemento, son las pretensiones del Ecuador. 

Por otra parte no es necesario esforzarnoH. La cancillería 
do Bogotá ha hecho declaraciones oficiales muy importantes. 
En la nota pasada á nuestro Plenipotenciario en Bogotá en el 
año de 1886,con motivo de las reclamaciones por la fijación de 
límites con el Brazil, el ministro del ramo t>eñor Manuel J. de 
Quijano, después de citar la frontera que los separaba con el 
imperio, según la cédula que acabamos de mencionar, la de 
1740, decía: *'Pero á pesar de todo, los antiguos límites del 
primitivo Virreinato del Perú con el Brazil, y los de estos con 
los del nuevo Reino de Granada , quedaron en parte indcñni^ 
dos por las inmensas selvas y desiertos que median;— como las 
del Putumayo, Yapurá y Ñapo, d*»cimo8 nosotros— y como 
los territorios de las antiguas audiencias de Quito y Santa Fé 
de Bogotá, constituye ndo luego el Virreinato de Nueva Gra- 
nada, quedaron^ como antes indeünidos^ en parte con el mis- 
mo Perú y Brazil..... " 

En otro párrafo, deppuvs de indicar la línea que la separa- 
ba del Perú, línea que hemos ya detallado, decía: **Como se 
vé los límites del Virreinato de Nueva Granada quedaron ba^ 
cía el Oriente indefinidos en parle, pues la cédula re&l citada 
usa de ¡aírase tierra adentro, ...." 

Declaración más importante no puede encontrarse; es la 
misma Colombia quien se empeña en probar la oscuridad y la 
deficiencia de los actos regios del monarca español, que deja- 
ron los límites como ella dice, indefinidos hacia el Oriente, es 
decir hacia la zona hoy litigiosa entre el Perú y aquel país. 
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Dejamos, pues, establecido: 1.° que por el estudio de las 
cédulas de fundaciones y creaciones de audiencias y virreina- 
tos no se comprueba el derecho de Colombia; y 2.^ que esto 
mismo ha sido reconocido y sostenido oñcialmente por la can- 
cillería de Bogotá, quien se ha empeñado en probar la deficien- 
cia de aquellos documentos regios. 



Tratado de 1829. 



Hemos visto ya al ocuparnos de la historia de las relacio- 
nes diplomáticas coa Colombia, en el primer capitulo de este 
trabajo, las causas y el desarrollo de la guerra que tuvimos 
con ella. Tócanos ahora examinar con al^^una detención tan* 
to el convenio de Girón, suscrito & raí« del desastre del Porte- 
te de Tarqui, como el tratado de paz firmado en Guayaquil el 
22 de Setiembre de 1829. 

Bn el convenio se acordó, entre otras cosas, que se nom- 
braría una comisión por los respectivos gobierno para arre- 
glar los límites de ambos países, sirviendo de base la división 
política que tenían los virreinatos del Perú y Nueva Granada 
en 1809, comprometiéndo.se á cederse pequeñas partes de terri- 
torio para evitar los defectos de una mala demarcación. Tam- 
bién se acordó que la misma comisión liquidaría la deuda que 
reclamaba Colombia; y que en cai^o de desacuerdo, en cuanto 
á la liquidación, sería un gobierno americano que como arbi- 
tro solucionaría el asunto. Se convino, además, en la deso- 
cupación del territorio colombiano y de Guayaquil por las 
fuerzas peruanas y la cesación del bloqueo que llevaba á cabo 
la escuadra del Perú. 

Este convenio no tiene valor alguno. Ante los más trivia- 
les principios del derecho internacional para que un tratado, 
pues tal lo era el acuerdo de Girón por las cláusulas que con- 
ten ia,tenga fuerza obligatoria, se necesita ministros con pode- 
res suficientes y aprobación expresa por los congresos de los 
paises otorgantes. En el convenio de que nos ocupamos nada 



- 48 — 

de ésto hubo. Se hizo á raíz de una derrota que uo puso Hn á 
la «ruerra. y que aunque le hubiese puesto, sólo podría surtir 
sus efectos llenándose las prescripciones que impone el dere- 
cho. ¿Qué autoridad ó poder tenían los jetes que lo pactaron 
para fijar líneas divisorias, adt]u5rir com|)rom¡so8 para hacer- 
se concesiones territo rifóles que afectan íntimamente á la inte- 
gridad y soberanía nacionaI,para acordar arbitrajes en cuan- 
to ií la liquidación de la deuda?. 

Examinado el Convenio de Girón es un absurdo interna- 
cional. Este acuerdo no podía ser otra cosa que una suspen- 
ción de hostilidades en la zona que ocupaba el ejército vencido, 
ó si se quiere una capitulación, pero no podía contener estipu" 
laciones como las indicadas. 

Por otra parte ¿con qué facultad se acordaba la desocupa- 
ción del territorio colombiano en zona distinta de la del desas" 
tre, ni mucho menos de Guayaquil y la cesación del bloqueo? 
Lo mñs que pudo pactarse era el retiro del ejercito del Perú en 
el terrritorií) en que operaba en ese instante de la batalla, pero 
no hacerlo extensivo á zonas distintas que no estaban bnjo el 
dominio del ejército vencido. 

El resultado del convenio fué que no tuvo efecto 
al«runo, como no podía tenerlo; porque ni fué ratificado en la 
debida forma, ni puso fin a la guerra, pues continuaron una 
serie de operaciones militares para la ocupación deGuayaquil, 
lo que no pudo conse<rnirse por medio de las armas. Por eso 
vemos que cuando Bolívar tomó el mando del ejército colom- 
biano para operar sobre dicha plaza, propuso al jefe peruano 
el coronel don Mijruel Benavides, una suspensión de hostilidfx. 
des para entrar en ne<rociac¡ones. Bolívar no hubiese hecho 
tales propuestas para iniciar neprociaciones, si el Convenio de 
Girón hubiese tenido siofnificación alguna. El mismo Liber- 
tador, impotente para continuar la guerra, y á quien, segtin 
la afirmación del historiador ecuatoriano Cevallos, aunque 
su estrella se ])resentaba en esos días en el punto más cul- 
minante de sus glorias, el destino le tenía condenado 6 pa- 
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rlpner y sufrir en la campaña sobre Guayaquil, envió un co- 
misionado al general Gauíarra, (jue había loj^^rado apoderar- 
se de la presidencia de la república del Perú por un movi- 
miento revolucionario, para [proponerle un arrearlo que pu- 
siese término por el momento & las hostilidades, hasta que 
el eongi-eso perurtno decretase la paz 6 la guerra, proposi- 
ción que trujo como consecuencia el armisticio de Guayaquil 
df 10 de Julio de 1829. Si Colombia hubiese estado victoriosa 
como suele afirmarle por la parte contraria, ¿cómo se expli- 
can las propuestas de Bolívar? 

Las consecuencias de lo anteriormente dicho pon lógicas y 
sencillas; ni la >i'uerra acabó en el combate de Tarqui, ni el 
convenio de Girón le puso fin, por no significar nada parae 
inisn)0 Libertador, que, como liemos visto, se liucitó ú ¡n-opo- 
ner arreglos para salir de una situación que hería su orgullo y 
»^c¡ipsaba sus glorias, toda vez que la fortuna le negaba un 
laurel niíls, cual era el de vencer al Perú. 

Ka este período de la guerra se nos ofrece un hecho de gran 
trascendencia moral en defensa de nuestros derechos. El es la 
revolución que germinó en Colombia contra el Libertador, en- 
cabezada por los generales don José María Obando y don José 
M. CórdovH, el bizarro general de Ayacucho. ¿Cuál era el mo- 
tivo deesln rebelión? Kilos mismos lo dijeron. El primero, que 
no podía permitirse cpiela ambición de Don Simón Bolívar 
ocasionara tantci intranquilidad y situaciones tan insosteni- 
bles, al extremo de hacer la guerra al Perú con cuya causa 
simpatizaba. El segundo, ó sea Córdova, por iguales motivos^ 
desde el momento en que, como decía, había leído el manifiesto 
del republicano y virtucso La Mar. Sólo así se explica ante la 
injusticia de la guerra que hacía Bolívar, como su compañero 
de laureles y triunfos, su ministro, le lanzaba el reto de la. gue** 
rra. En vista de este acontecimiento político ¿podrd negarse 
que Coloiabía pedía la devolución de Maynas y Jaén sin dere- - 
cho ni justicia alguna y que la lucha empeñada obedecía á un . 
sentimiento personalista? Bolívar cuando rigió tos destinos. 
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del Perú ¿no reconoció el dominio qne teníamos sobre las cita- 
das provincias? A no haber sido gratnita la cansa de la gue- 
rra ni Córdovtt ni Obando y seguramente muchos otroA pa- 
triotas colombianos, de gloriosa historia, se hubieran alzado 

eu armas en los momentos de una lucha internacional. 

Ahí tenemos para acabar de convencer la proclama del Ge- 
neral La Mar expedida cuando se negó á ratiñcar el convenid 
de Girón. Se vé que funda su negativa en (jue no puede consen- 
tir en que Colombia ataque A la integridad territorial tratan- 
do de apoderarse de territorios peruanos, como lo eran Jaén y 
Mainas. ¿Si La Mar, ein¡uent3 republicano, no hubiese tenido 
convicción de que lo que se perseguía era una conquista habría 
dicho acaso que no podía ver indiferente usurpaciones territo- 
riales? Evidentemente que nó. Por eso no sorprenden tampoco 
las cartas de Bolívar dirigidas al General Santander en las que 
añrma que Maynas pertenece al Perú. 



# 
# # 



La consecuencia de los armisticios y pro[>uestas fué el tra- 
tado de paz ñrmado en Guayaquil. Los artículos pertinentes 
al punto que estudiamos son: el S'', 6'', 7*^ y 19^. El o' dice: 
"Ambas partes reconocen por límites de sus respectivos terri- 
torios los mismos que tenían nntes de su independencia los an- 
tiguos virreinatos de Nueva Granada y el Perú, coa las solas 
variaciones que juzguen convenientes acordar entre sí; á cuyo 
efecto se obligan desde ahora, á hacerse recíprocamente aque- 
llas cesiones de pequeños territorios que contribuyan ñ ñjar la 
línea divisoria de una manera más natural, exacta y capaz de 
evitar competencias y disgustos entre las autoridades y habi- 
tantes de las fronteras". El artículo 6° dice: *'A fin de obtener 
este último resultado á la mayor brevedad posible, se ha con- 
venido y conviene aquí expresamente, en que se nombrará y 
constituirá por ambos gobiernos, una comisión compuesta de 
dos individuos por cada República, que recorra, rectifique y fije 
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la línea divisoria conforme A lo estipulado en el artículo ante- 
rior. Esta coinÍKión irti poniendo con acuerdo do sus Gobiernos 
ivspectivos, á cada una de las partes en posesión de lo que les 
corresponda, á medida que vaya reconociendo y traeando di- 
cha línea, comenzando dewde el río Tumbes en el Océano Pacífi. 
co''. En el artículo 7.^, se acuerda el plazo de seis meses con- 
tados desde la ratiñcación del tratado, para que la comisión 
llene su cometido; y que en caso de desacuei*do en algunos pun- 
tos, se comunique A los Gobiernos para que lo arreglen amisto- 

» 

sámente. Por el 19.^, ne conviene en someter á arbitraje de un 
Gobierno amigo, las duilas que ocurran sobre la inteli<rencia 
di) al<;uno de los artículos del tratado, si no se puede llegar A 
un acuerdo pticífíco entre las partes signatarias. 

Queremos aquí hacer notar las diferencias que renaltan en* 
tre la fórmula del artículo 5.° y la que contiene el artículo 1.^, 
del tratado celebrado en 1851 entre el Perii v JBraziK al con ve- 
nir en que el uti possidetitu sea la base de demarcación; y las 
que tienen la línea Kefialada en el artículo 6.°, que señala el río 
Tumbes en el Océano Pacífico, como punto de partida de la lí- 
nea divisoria, y la trazada por Mosquera al negociar la con" 
vención que firmó en unión de Galdeano. 

Esas diferencias consisten en lo siguiente: Al pactarse el 
tratado en 1829, se fijó el principio de los límites coloniales en 
toda su amplitud y se dio cabida á todoh los títulos. No se 
excluyó cédula, ni convenio alguno. Por eso al determinarse la 
línea de demarcación es preciso tener presente la cédula de 
1802, porque ella forma parte de dichos títulos y porque en el 
tratado no pe señaló línea precisa, sino que se indicó la base 
que debía tí»marKepara fijarla ó sea e\ ati possidetis. Y tan 
exacto es esto que tenemos el caso del tratado de 1851 con el 
Brazil. Ahí se dijo: el principio es el uti possidetiSt y este se en- 
tiende en el sentido de que la línea de separación corra por el 
Yavarí, f)enetre al Amazonas y continúe por el Yapurfi» Esta 
diferencia que resalta entre ambas cláusulas prueba loque sos- 
tiene el Perú, de que el convenio de paz de 1829 sólo estable- 



- 52 — 

ció el principio, pero no fijó la línea del Maranón como se pre- 
tende sostener; pues si se hubiese fijado, la redacción del citado 
artículo 5^ sería semejante al artículo 1.° de la convención con 
el Brazil. Y esta afirmación es rudinientaria. Sólo el tratado 
rige; son sus cláusulas donde se determina lo pactado y no lo 
que se diga en las conferencias, donde se puede decir por parfe 
de los negociadores lo que se quiera y afirmar lo que les 
plazca. Nada significaría para nosotioa que Larrea y Loredo, 
hubiese dicho que nuestros dominios debían extienderse hasta 
Jas puertas de Quito. 

La otra diferencia que resulta de comparar la cl/iu.sula 6* 
del tratado con la fórmula propuesta en 1822 por Mosquera, 
nos conduce también á afirmar que el )>acto del 29 no señaló 
línea precisa. Efectivamente en dicha cláusula se dice (^ue los 
trabajos de la comisión principiarán en el rí<i Tumbes. Pf>r qué 
no se siguió marcando la línea divisoria y solo se indicó el 
punto de partida? Por qué no se hizo lo del artículo de la con- 
vención Brasilera, fijar la demarcación geográfica? Y ya que 
esto no era posible por qué si Colombia, como se afirma, era 
vencedora, no consiguió siquiera que aquí se adoptara la fór- 
mula de Mosquera? Si esta, en la que tan solo se decía que la lí- 
nea era la de Tumbes hasta los linderos del Brasil no fué acep- 
tada ¿cómo podrá suponerse que rechazándose demarcación 
que no irrogaba daño podía después, al poco tiempo, aceptar- 
se que el Maranón fuese la línea más natural? 

Estas diferencias sólo se explican teniendo presente que 
Jaén y Mainas eran peruanas; que como tales el Pera no po- 
día aceptar, ni permitir, sino después de verse impotente para 
defender sus derechos, que le fueran arrebatados; y que por es- 
tas dos causas no podía suscribir pactos lesivos á su integri- 
dad como no los suscribió en el tratado de Guayaquil. 

Si la línea tiene que ser la de los límites coloniales mar- 
cados en las disposiciones de la Metrópoli; si entre estas dis- 
posiciones está la cédula de 1802 en que funda el Perú sus de- 
rechos; claro es que no puede excluirse ésta desde que no se 
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fijó }?Pográficamente la línea.ni se < xcliiyó título nl<ruiio y toda 
vez que debían tomarse en consideración y darles el valor qUr^ 
tuvieran ft todos los actos regios del monarca español ex|>e<ri. 
dos hasta 1810. Las exceiKíiones no se presumen, ni se dedu- 
cen; ellas deben constar, por su propia naturaleza de excep- 
ción, de un modo exoreso v terminante. 

Esto es axioma elemental de la ciencia jurídica. Todo lo 
restringido, lo que no sio-nifiea amplitud en el ejercicio de un 
derecho tiene que especificarse claramente, porque de lo contra- 
rio hay que áplicíir el principio jreñeral de legislación, de que 
lo favorable, se presume, se amplia, porque en la vida social 
no hay razón para privar A nadie de lo que le reporte benefi- 
cio; y más bien lo que desfavorezca, aquello que sea ingrato y 
que ocasione perjuicio se restringe; de donde resulta que es ne- 
cesario que se indique con [)recisión que es lo que se prohibe ó 
se impide hacer para evitar su realización. Si esto es innegable 
no puede dudarse que no se exchn'ó la cédula de 1802, porque, 
como lo tenemos dicho, ni se hizo la (Umarcación que debía 
hacerla la comisión, ni se le excluyó á dicho acto regio de un 
modo expreso. Esto importa que se le dejó en pié y vigor para 
(pie surta sus efe^^tos, pues al decir conforme al uti jíossidetis 
se le incluyó irreníediableniente; y al no ser exacto esto, como 
excepción que hubiera sido y como restricción al derecho del 
Perfi para exhibir todos sus títulos era indispensable decirlo 
expresamente, porque sino debe entenderse la cláusula tal co- 
mo se estipuló con todos los efectos favorables que de ella re- 
sulten para las partes contratantes. 

Si se acordó que la línea divisoria fuera trazada con arre- 
glo á los títulos coloniales, no puerle afirmarse sin incurrir en 
lamentable error, que puedan escogerse los títulos que conven- 
gan y excluir aquellos que perjudiquen á una de las partes. Ni 
se estipuló tal cosa, ni puede permitirse que así se interprete el 
artículo quinto. En el no se díjo que fueran tales ó cuales títu- 
los los que deberían servir de base á la demarcación; se dijo 
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cluvainente los antiguos viri-einatos del Peni y Nueva Grann- 
d»!, 6 el uti possidetis de ISIO^ y con ello quedaron con efica- 
nti todos los títulos del Montuca K^pnriol expedidos hasta di- 
cho año. 

Lh ignorancia de la le^*, si en este ca^o pudiera invocarse, 
I eijudicarfa no al Peiú^ porque no ^e enumeraron los títulos, 
^ino que ^e dijo que heií&n todos los expedidort hasta 1810, y 
) O] que no se excluyó la cédula de 1802 de uu modo preciso. 
Luego kí no era necesario exhibir los títulos al acordar el tra- 
tado; sino se eliminó cédula ni disposición colonial alguna; si 
Ifi demarcación debía hacerse después por la comisión que de- 
bía nombrarse; de dónde se dt^dm-e que no pmde exhibirse la 
(édnhi creadoi a de la Comandancia General de Mainas. ¿Có' 
mo podrA decirse en terreno racional: puede presentar el Perú 
todos sus títulos menos la citada cédula? La ignorancia al re- 
dactar el aitículo quinto y los dc-niAs del tratado ixferentes á 
límites, donde no se invalidó aquel acto regio: ¿á quién perju, 
dica no f s á Colcrab5a?¿Por qué se les dará una interpi-etación 
tan antojadiza como la pretendida [>or el Ecuador al disentir 
el alcance de las cláusulas del tratado del 29? 

Y la redacción tal como aparece se exi>l¡ca de un modo ra- 
cional. Colombia no venció al Pertí; todo lo contrario. La 
campaña emprendida por el mismo Bolívar sobre Guayaquil, 
fué una serie de desastres y por eso hemos visto ya al hablar 
del convenio de Girón como propuso el Libertador armisticios 
repetidos hasta conseguir un arreglo de paz. Si no fué la espa- 
da de Breno la que redactó el tratado, sino la pluma de la jus- 
ticia no pudo pactarse cesiones de territorios como Mainas y 
Jaén, netamente peiuapos, que hubieran importado una con- 
quista de Colombia. 

« 
# • 

Kn el artículo sexto, se convino, como tenemos dicho, el 
nombramiento de comisionados por parte de ambos gobier- 
nos para el trazo de la línea. Tan sólo se fijó en el anterior ar 
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tículo el principio, la base de doliinitación. En él se dice que 
la línea comenzará en el río Tumbes en el Facíñco y aquí ne 
detiene sin proseguir señalando la ruta. Y esto se hizo por- 
que ella debía ser con arreadlo al artículo quinto, ó sea to- 
mando como guía el uti possidetií9, paralo que era esencial 
que cada parte indicara como lo entendía y exhibiera los 
títulos que justificasen sus pretensiones. Ksto no admit** 
réplica. Y tan no la aílmite el que esta fue la m^nte d**l arríen- 
lo, que á continuHcirtn se acordó que en caso de dudas se so- 
meterían á los Gobiernos para quíí Iks arrebolaran ami^4tosa• 
mente. Luego se pusieron hasta en el cdso de que el Perñ n+cla- 
mara toda la zona que le corn^p-índe y de que aquí, al no ce- 
der en las exigencias colombianas, resultaran desavenf*n«;ias 
que tenían que elimiuirse d.5 un raído amistoso. Al djcir, d* 
un modo amistoso 6 [lacíflco, pruébase que la comlición en 
que se encontraron los plenipotenciarios del Perrt y Colombia 
era no la de vencedor utio y la de vencido otro. Tal osa un s » 
explica ante las terminantes disposiciones del trata lo. Vtí:i j »- 
dora Colombia, 6 cualquiera otra nación, en una guerra, n > 
redacta así un convenio, sino que de un modo preciso hice 
que el tratado de paz contenga la consagración expresa y nb* 
soluta de todas sus exigfncias. Lógicamente puede afirmirs * 
que el Pero puede pres»9ntar el tratado de 29 como una pruebí 
másásufavor, como que él contiene implícitamente la renunci i 
que en armonía A la justicia hizo Colombia de sus pretensiones 
sobre Mainas y Jaén que gratuitamente quería arrebatar A la 
república hermana. 

Si en el artículo sexto se acordó que los comisionados tra- 
zaran lalíneacon sujeción al uti possidetis; en tal virtud no fue 
trazada geográficamente en el tratado. Debería fijarse en vista 
de los documentos; cada parte debería exhibir sus pruebas; y si 
esto es así no se explica por qué debiendo probarse un derecho 
se habia de excluir una prueba y la más importante. Eso equi- 
valdría al siguiente absurdo: que en un litigio sobre propiedad 
se permitiera á una délas partes que oireciera pruebas, pero 
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que se le prcbibiera prcFeutar el instrumento público adqaísi' 
\\\o lie 5U derwho ile dominio. Tal cona no pudo |iensar8e por 
It H que negociaron la paz. En las le^ritülacionen de los países 
eivilÍ7.6do8 «:e peimite piehentar la puit-ba instrumental en 
cualquier estado del juicio antes de la sentencia y aún después 
ante la autoridad revisora superior, porque el hecho que se ig' 
nore ó no se tenga por de pronto el título ju>tifícati vo,no iinpi- 

■ 

Ce que pueda presentarse antes qup se pronuncie un fallo que 
quede con autoridad de cosa juzgada. Antes de este momento 
proeed«*n las pruebas auténticas de tal naturaleza. Por eso no 
(iMmos que pufda aigumentarse con razón diciendo que al no 
(Nbibirse el año de 1829 la cédula de 1802. por esa omisión per. 
dio el IViú los derechos que por ella pudiera tener. 



« * 



Pero todas las anteiiores consideraciones alegadas por la» 
partes que tratan de desvirtuar dicha cédula no significan 
nada. En el artículo diez y nueve se convino en some- 
ter á arbitraje todas las desavenencias y dudas en cuanto 
al tratado; y por tanto será el arbitro quien diga si se exclu^'ó 
ó no la cédula, si se fijó ó no línea precisa, si dicho acto regio de 
1802 que creó la Comandancia General de Mainas y la anexó 
al Perú, fue 6 no de ag^regacióu territorial; y que en el caso de 
que dicha cédula no tenga el alcance que pretendemos, fije los 
límites como resulten de las antiguas cédulas que ya tene- 
mos dicho son oscuras é inciertas. 



« 



Se ha sostenido con ardor por parte del Ecuador que 

el tratado fijó la demarcación fundándose en que en una de 
las conferencias protocolizadas que precedieron á la 
redacción de aquel, se dijo por el Plenipotenciario del Pe- 
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ró, señor Larrea y Loredo: ''Igualmente observó (dicho pleni- 
potenciario) que debiendo partir las operaciones de los comi- 
sionados de la base establecida de que la línea divisoria de los 
dos Estados, es la misma que regia cuando se nombraban vi" 
rreinatos de Lima y Nueva Granada, antes de su independen- 
cia, podían principiarse estas por el río Tumbes, tomando des- 
de él una diagonal hasta el Chinchipe y continuar con sus 
aguas hasta el Marañón, que es el límite más natural y mar- 
cado entre los territorios de ambos y el mismo que señalan to- 
das las cartas geogr/íficas antiguas y modernas." 

En el alegato presentado el año 1889, al Rey de España, 
por parte del Perú, en el litigio ecuatoriano y que está ya pa- 
ra terminar, se hace una brillante refutación del argumento 
que se trata de deducir de la opinión de Larrea y Loredo. 

Es racional y lógico estar á los principios sustentados en 
el tratado, aunque en los protocolos se diga algo que los des- 
virtúe. Esto es principio inobjetable, toda vez que lo que tiene 
fuerza de ley son las disposiciones ó artículos del tratado y no 
lo que se diga en la discusión « Dicha afirma.ción por otra par^ 
te no es exacta. Por eso vemos en las primitivas discusiones 
entre Mosquera y Galdeano, desechar este último la línea que 
trazaba el enviado de Colombia, fundándose Galdeano en que 
no se tenía conocimiento perfecto de los títulos coloniales y 
que hacer una demarcación apriorística era exponerse á apar- 
tarse del principio de los límites coloniales. Esta salvedad es 
un antecedente que prueba que no era exacto que se reputase el 
Marañón como el límite natural. 

La declaración de Larrea y Loredo no fue la declaración 
oflcial que pueda traer consigo el reconocimiento de un dere- 
cho, fué su simple opinión particular y así lo dice^l claramen- 
te al dar cuenta al Gobierno del Perú, de su comisión en las 
conferencias de Guayaquil; dice: * 'adopté una fórmula vaga ó 
indeterminada para abrircampo á nuevas discusiones"; luego, 
al decir esto, supo bien el alcance que tenía el uti possidetis 
pactado. Agrega— palabras textuales— -'más no obstante es- 
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tas razones, opino particularmente y lo t^ngo ya dicho en 

Jas expresadas conferencias sería muy ñ til y con veniente 

que Re señalen los límites'' que señaló y que sabemos fué la 
línea del Maranón. Prosigue en otra parte de su comunica- 
ción "sería muy chocante que en esta de límites, en que úni- 
camente han esforzado las suyas, no nos manifestemos con 
igual nobleza y deferencia'* — es decir que en su opinión par- 
ticular era conveniente la línea del Mtirañón, para manifes- 
tarnos generosos y nada exigentes. 

Los hechos posteriores al tratado del 29 prueban también 
dicho error. 

Efectivamente, pasada la guerrn. Iteradas las desavenen- 
cias del campo de batalla al campo (le la diplomacia se vio 
cuan lejos estuvieron las dos naciones contratantes de darle 
el alcance que hoy se pretende dar por Ecuador y Colombia á 
la línea del protocolo, pues por una p^rte no se exigió, palu- 
da la lucha, la línea mencionada, ni volvieron á agriarse las 
relaciones por cuestión límites, todo lo cual prueba que fné 
la guerra, tan sólo una contienda personalista de la que se qui- 
so aprovechar para arrebatarnos Mainas y Jaén. 

Si la guerra hubiera tenido por obj»*to quitarnos Mainas 
que ilegítimamente hubiéramos ret^^nido en nuestro poder; 
si hubiese sido, como se decía, un despojo realizado por el Pe- 
rú; no por cierto se habría llevado las cosas á un terreno en 
que la devolución incondicional de aquel gobierno y coman- 
dancia habría sido la única fórmula de conciliación y de paz. 

Ni se hizo incapié sobre dominio de territorios pasada la 
lucha, ni se tuvo exigencia inaplazable al respecto. 

Compárese tal comportamiento con el seguido por la 
misma Colombia en la guerra que tuvo con el Ecuador poco 
tiempo después de la nuestra, en que no cedió ni un palmo de 
sus pretensiones ^á territorios que incorporó definitivamente 
á sus dominios. 

Lfa lucha de 1829 fue más personalista que de principios. 
Es tan cierto esto que los plenipotenciarios Galíndo y Tanco, di- 
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cenpn el alegato que ja se conoce: **Por fortuna, los dos pue* 
blo8 8e quieren, como lo prueba el episodio mismo de Ia guerra 
galanía y que por ai tupies rencillas de vanidad nacional se bi- 
eieron en 1829, en la que sobre el mismo campo de batalla, se 
abrazaron los lidiadores, que eran los mismos vencedores de 
Ayacucho y que ningún rastro dejó ni ha dejado en los ana- 
les de ambos países,*^ Fue, pues, esta contienda, no por re- 
clamos de derechos, sino por caprichos y orgullos personales. 
T}in es asf, que á la lucha con las armas, rápida y precaria, 
sinfuió la lucha con el folletín y la hoja volante en contra 
de Bolívar, cuyes enemigos lo hostilizaron, con razón 6 sin 
ella, no es de nuestra incumbencia examinarlo. 

Hay quien añrma que en nuestra Constitución de 1826 se 
incubó el microbio de la guerra del 29, al ser derogada y al 
fenecer así la amplia autoridad del presidente vitalicio. 

Si el tratado del 29 hubiese puesto ñn á la cuestión lími* 
tes como el incógnito protocolo Pedemonte, no hubieran se- 
guido las negociaciones y no se hubiese firmado el tratado de 
1832 con el Ecuador que en su artículo catorce dice: '^Mientras 
se celebra un convenio sobre arreglo de límites entre los dos 
Estados, se reconocerán y respetarán los actuales" — ¿Si todo 
lo i'esolvió el tratado del 29, cómo se suscribió este pacto por 
el Ecuador mucho más exigente que Colombia en materia de 
límites? Prueba más concluyente no puede encontrarse. 

Tan no resolvió nada que en las conferencias Valdivieso 
León se volvió á discutir sobre los límites; y que por haberse 
exigido el cumplimiento, del tratado del 29 no al tenor de sus 
disposiciones, sino á la interpretación caprichosa que se le da- 
ba, el Peni para defenderse de un acto de conquista estuvo 
pronto á declarar la guerra. 

Pero legalmente ya no hay nada que discutir sobre el tra- 
tado del 29 en cuanto á la línea que se dice fijó. El tratado 
que acabamos de mencionar de 1832 es un tratado vigente y 
válido, pues fue sancionado por el Congreso del Ecuador y del 
Perñ y debidamente canjeado; y si en él se dijo en la cláusu- 
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la 14-* "que mientras se celebra un convenio sobre límites, etc.*' 
se Kostuvo claramente que no había nada ccmvenido: y aún 
en el caso que lo hubiera habido, dicha cblusuia d6ro<;ó le<xal' 
mente cualquier acuerdo; y en consecuencia, quedo sin efecLo 
la simple opinión de Larrea. 

Ahora el alcance que tiene esta estipulación respecto á 
Colombia es manifiesta. Si la re<;¡6n del Putnmayo, Sucum- 
bíos y Yapurá« formaron parte del Gobierno de Quijos, según 
se vé por las descripciones geográficas del Obispo Rangely de 
Campo Alegre; y si Quijos antes de 1802 formó parte del Ecua- 
dor, lo que se reconoció por la lev colombiana de 1.824, es cla- 
ro «|ue no tiene personería Colombia para reclamarnos terri- 
torios que nos perteneí*en por la céJuia de 1802. 

Con las brillanteH refutaciones hechas por el doctor don 
José Pardo en el alegato presentado en 1889 en el litigio ecua- 
toriano, así como en el de 1894 del doctor Villanln, en las 
conferencias tripartit€Ls, y con las últi ñas recopilaciones del 
notable publicista doctor Carlos Wiosse. el tratado ilel 29 que- 
da perfectamente determinado en el valor que tiene. 






Además del tratado de 1829. y de las conferencias pro- 
. toeolizadas de D. José de Larrea y l.oredo y de D. Pedro Gual, 
se invoca un protocolo que se dii^e firmado en Lima, en 11 
de Agosto de 1830, entre el General Mosquera, Ministro Pl*»— 
nipot-enciario «le Colombia, y don Carlos Pedemonte, Minis- 
tro de Relaciones Exteriores del Perú; protocolo tjue tuvo por 
objeto acordar las bases que debían darse á los Comisionados 
para demarcar los límites entre ambas naciones. Se dice que 
en él se convino que se ordenaría á las Comisiones que Aja- 
sen por límite el Marañón, en su curso, desde la boca del Yn- 
rati, Macará y Tumbes, dejando por resolverse únicamente si 
el límite en Jaén, debía correr por el río Huancabamba 6 por 
el Chinchipe. 
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Deííde luego dicího protocolo, que no ha existido ni existe 
en el archivo del Ministerio de Relaciones Exteriores; que no 
se le conoce en nuestra Cancillería, no tiene por qué constituir 
un titulo favorable á Colombia; porque su autenticidad no 
está acreditada, ni podrá acreditarse; documento que jamás 
se ha invocado en las disputas sobre límites de ambas CancÍT 
lleHas; lo que prueba que si hubo algo serta al<2:una conferen- 
cia en que no se llegó á un acuerdo formal. 

Dejando esto á un lado y suponiendo hipotéticamente que 
sea real y efectiva la existencia del protocolo, no tendría tam-, 
poco valor. 

Lo que se acordó en dicho convenio no podía ser objeto d'e 
un protocolo, sino de un tratado, como lo sería si existiese; 
porque en él no se estipuló únicamente el modo de ejecutarse 
el tratado del 29, es decir, que no se fijó límites conforme al 
uti possidetis, sino que se hizo trasferencia de dominios terri- 
toriales lo que daría al protocolo Pedemonte-Mosquera.el ca- 
rácter de un verdadero tratado público. 

Efectivamente. Examinado bajo el punto de vista de las 
pretensiones del Perú, éste renunciaba gran parte de los terri- 
torios marcados en la cédula de 1802, y bajo el punto de vista 
dé los pretendidos derechos de Colombia nos cede el pacto la 
región de Mainas situada al Sur del Marañen. Para que este 
convenio tuviera fuerza era indispensable la sanción legislati- 
va por no bastar la simple aprobación del Poder Ejecutivo 
que tampoco existe en el presente caso. Que se pruebe que el 
congreso peruano aprobó el protocolo y entonces no habrá 
nada en discusión. 

La autenticidad del pacto tampoco está acreditada; un 
simple borrador no tiene valor alguno, es necesario que Colom- 
bia presenteel título óconvenio con todos los requisitos dede- 

recho. 

Como ejecución del tratado del 29 tampoco puede surtir 
efecto. En el tratado se dijo que la línea debía ser la del ati 
possidetis de 1810, ó los límites de los antiguos virreinatos 
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del Perfi y Nueva Granada, antes de su independencia. Pero la 
mareada en el protocolo no es ni la de los límites coloniales de 
aquel año, ni siquiera la de las antiguas cédulas de creación de 
audiencias. Luego llegamos á la misma conclusión: si existe 
el susodicho protocolo no lo es tal, sino un tratado páblico 
de demarcación de fronteras y para que pueda exigirse su cum- 
plimiento es preciso que se pruebe haberse llenado las formali- 
dadesconstitucionales de ambos países para que pueda obligar 
como ley internacional del Perú y Colombia. Ni entre simples 
particulares establecen vínculos jurídicos los contratos que no 
se sujetan á las disposiciones y mandatos de la ley civil y que 
para su validez impone formas que garanticen la autenticidad 
y veracidad de las obligaciones contraídas. 

En nuestra legislación, como en la de los países civilizados, 
la trasferencia del dominio cuando pasa cierta entidad de- 
be constar en instrumento público revestido de todas las so- 
lemnidades prescritas como garantía del derecho adquiíido ó 
contrato celebrado. Las transacciones, donaciones y muchos 
otros actos de la vida civil sólo tienen valor si constan en la 
forma legal respectiva. Y si esto pasa en las relaciones indi- 
viduales donde los intereses que se ventilan por grandes que 
sean no afectan la vida social ni tienen la trascendencia que 
revisten los actos de la vida de los pueblos, cómo podrá tra- 
tándose de dos entidades jurídicas como las de dos naciones 
obligar ni vincular convenios que constaran ó pudieran cons- 
tar en simples papeles (como lo es el protocolo Pedemorite- 
Mosquera) donde se hacen renuncias territoriales y demarca- 
ciones de fronteras, cuya perpetuidad hace que revista este acto, 
además del carácter de excepcional importancia, el del ejercicio 
más solemne de la libertad contractual y soberanía de un pue* 
blo. Por eso la ley en sus sabias previsiones estableció como 
regla de vida internacional la celebración de tratados públi- 
cos, acordados por ministros con poderes suAcieates, aproba- 
dos por el Jefe político déla nación, guardián inmediato de 
los fueros soberanos, y Analmente la sanción del poder legisla- 
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tivo como ley que es del Ewtndo. I^op protocolos son las realas 
«djetivas; no 80n sino el modus uf)eran(Ji de lo expresa 
mente acordado. Si se nale una línea de la extricta y np:ur<)8a 
ejecución del pacto, no tiene valor ni obliga en derecho y pné* 
dése deppnés invalidar lo que se hizo por un acuerdo sin fuerza 
obligatoria, como sucede en la vida de los individuos que pue- 
den reivindicar sus derechos lesionados indebidamente. 

Aplicados estos principios generales de la ciencia jurídica 
inteixacional al protocolo que tratamos, queda desvirtuado y 
sin significación para el Perú. Si fue tratado no consta ni se 
afirma y>or Colombia, que lo fué tal, ni que se hizo en la forma 
debida. Si fué simple protocolo, no pudo contener las cláusu- 
las que contiene, y en tal virtud fué un tratado y como tal no 
no tiene valor. Si no se apartó de ser un convenio para eje- 
cutar el tratado del 29, no puede invocarse porque no consta 
su autenticidad, ni la copia que se conoce tiene la aprobación 
del Poder Ejecutivo como es de regla, y más que todo porque 
con copias simples nada se hace. Más bien el protocolo que 
pretende Colombia exhibir, es una prueba -de valor bistórico^ 
porque no lo tiene legal como lo tenemos examinado, que fa- 
vorecería al Perú por dos motivos. Primero, porque prueba que 
el tratado de Guayaquil no fijó la línea de demarcación. Se- 
gundo porque envuelve á la defensa contraria en una palmaría 
contradicción. Si el protocolo fija la línea y en él se vé que se 
discutió su trazo, resulta con claridad meridiana que el trata- 
do no trazó línea, sino que fijó el principio de demarcación^ 
que fué el uti possidetis; que hizo indispensable nuevas nego- 
ciaciones para dar cumplimiento á la demarcación acordada 
bajo un punto dfe vista general. 

La contradicción proviene de lo anteriormente dicho. Por 
un lado se sostiene que el convenio del 29 . no dejó nada por 

discutirse; que la demarcación se hizo con claridad; y por otra 
parte se afirma que fué el protocolo quien tra^ó la línea y se 
suscribió para ver el modo de cumplir el compromiso de deli- 
mitar las fronteras. 
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Por todas las reflexiones expuestas, llegamos & nna con- 
dn^ión de lo más ingrata para nuestro contendiente. Ya sabe- 
rnos que nada vale el protocolo, y sin embargo £1 Encargado 
(le Negocios de Colombia señor Luis Tanco, en la nota por la 
que reclamó sobre su exclusión de la colección de tratados del 
Perú, publicada por el señor doctor Ricardo Aranda, dice así: 
'"En este protocolo está consignada toda la argumentación y 

V títulos de Colombia en su frontera con el Perú, etc '' 

Delesnable es pues el apoyo que presenta en defensa desús exi- 
gencias. 

Aquí podríamos devolver contra Colombia el argumento 
formulado por el Ecuador contra el Perú, al decir que caducó 
los derechos que teníamos sobre Mainas, al no haber presen- 
tado en 1829 la cédula de 1802. Así podría decirse que el dere- 
cho de Colombia se extinguió por no haber exhibida durante 
el trascurso de mñs de setenta años, especialmente en las con- 
ferencias tripartitas y gestiones de cancillería, el protocolo Pe- 
deraonte— Mosquera. Que al no presentarlo fue por ignorarse 
su existencia y que esa ignorancia de la ley le perjudica. Pero 
no creemos necesario entrar en estas discusiones forzadas que 
no tienen resultado práctico apetecible. 

Lo que si puede afirmarse es que como no hay tal protoco- 
lo no ha podido invocarse, como no se ha invocado, en ningu- 
na discusión diplomática. 

El mismo doctor Aníbal Galludo, notable personalidad ju- 
rídica en materia de límites y uno de los mejores defensores de 
las pretensiones de su Patria, Colombia, ni siquiera mencionó 
en su alegato presentado, en unión del señor Tanco, en las 
conferencias tripartitas de Lima al protocoló Pedemonte, 
porque su ilustración en esas materias no le permitía invocar 
mitos y títulos imaginarios. 



41cg^ato.de los plenipotencia- 
rios de Colombia en las 
eon lerendas tripartitas. ' 

Ocnpímoiios. aliora, del a1e<rato que en 1894- presentaron 
los plenipotenciarios doctorea Galindo y Tanco, en las confe- 
rencias tripartitas habidas en Lima, entre el Ecuador, Perú y 
Colombia, aléela to que es la síntesis de la ar<rumentaGÍón co- 
lombiana. 

El «alegato puedt» encerrarse en estos tres pnntop: 1.° Oo" 
lombia acepta la cMula de 1802, pero nie«:a su alcance: 2*^ re- 
dama una salida al Amazonas (el Putnmayo), fundándose en 
que por hallarse inmediata á dicho río. no hay porque neg^arle 
Hu acceso natural al canal amazónico: 3^ niega al Eeu ador el 
derecho para discutir sólo con el Perfi, la frontera norte de 
nuestro país. 

Gran terreno tenemos ya ganado en nuestra litis con Co- 
lombia, en mérito del reconocimiento que, en el alegato de los 
señores Galindo y Tanco, se hace de la famosa (jédula, origen 
de nuestros derechos. 

Se dice así en dicho documento: "No se asocian los Pleni- 
potenciarios colombianos á las alegaciones, mñs ó menos 
plausibles, con que los publicistas y negociadores ecuatorianos 
repudian la eficacia y validez de aquella real providencia, á 
saber: que la cédula fué derogada en 1816, cuando el Rey de 
España, confi)rme á. nuestras propias declaraciones, carecía va 
de toda autoridad para gobernarnos; que fué obtenida por 
subrepción; y qué no fué cum|)lida por el Presidente de Quito, 
á quien tocaba su ejecución; su ejecución -agrega- correspon- 
día exclusivamente, conforme á la ley 10, título 1^ libro 2^ de 
la Recopilación de Indias, al Virrey de Santa Fe. de quien de- 
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(" mlm. ' II tcido y por toilo, como cnalquípra otra províneÍB, 
i;i F'ií'siílnu'ia de Qnit</'. Continfín: '*Eii nuestro sentir, la «é- 
«'nln de 1802, es tan autentica, como ♦^fit-nz y válida; poro no 
!'« ne el alcance jurídico que le flan los publicistas y nejí^oeindo- 
i»8 peruanos". 

'•Aquella cédula no fue ley de druiarcaci/'m política y civil- 
ó de división territorial entre los Virievnatos del IVirt v Nn**- 
Va (]lranada,HÍuouna simple providencia, por la mal. para ateii« 
der al bien espiritual de las almaH, A Ioh finen de la eatequiza- 
eión, al mfjor gobierno de las misiones, se separaba del Virrey- 
nato de Santa P6 y se adscribía al mando del IVnl, el gobier- 
no temporal y la comandancia de lan misiones de Mainas'*. 

Se dice además que aunque al<;unos pasajes de ella ap<iyHü 
.a interpretación peruana, todo su context<i la deuMiestra co- 
mo un i simple providencia administrativa y encamiiuida h1 
mejor gobierno de las misiones. Aplicándolos p-enipotenda 
rios cobnnbianos, la doctrina del valor de los actos y docu- 
mentos coloniales, que dejumos expuesto al tratar del princi- 
pio de los limites coloniales, deducen que en nada afectó la cé- 
dula la demarcación política y territorial, que fué <le af^reíra- 
ción (>ersonal y no real;* y que en cousec^uencía, una providen- 
cia eclesiástica no pudo alterar los límites de las entonces co- 
lonias españolas, hoy países independientes. 

La int-erpretación de ella se encuentra, dicen, en la real cé- 
dula"de 15 de febrero de 1779 -que no la copiamos para no ha- 
cer más extenso este trabajo,y que no es tal cédula sino ofício- 
En esta se reconoce la necesidad de la creación y fundaeión de 
un obispado en Mainas,con residencia del prelado en la capital 
de dicha provincia que era la ciudad de Borja. Pero como para 
la ejecución de esta idea había obstáculos, se vé y lee en dicha 
cédula, que aplaxa la resolución hasta que informe el Virrey 
de Santa Fé. Esta es la que explica, al sentir de Colombia, la 
de 1802. 

Si bien es cierto que para interpretar una disposición ó Ica' 
solo en el caso que su letra y espíritu no sean claras y termi- 



\ 
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nantes.se debe apelar á sus fuentes, á los actos de donde nacie- 
ron, á las discusiones, informes, etc., cuando todo ello forma 

tm cuerpo completo, cuando son al<2^o así como las premisas 
de un silogismo que nos conducen fatal y necesariamente á 
una consecuencia lógica; no lo es tan cierto, ni es justamente 
aceptable ante las reírla? de la didáctica jurídica, aceptar ac- 
tos 6 documentos aislados, simples acuerdos, ó solicitudes pa- 
ra sacar conclusiones qué puedan presentarse con el carácter 
de inccmclnsas é inconmovibles. 

Y esto es lo que se ha hecho al pretender fijar el alcance de 
ia cédula de 1802 con un oficio de fecha muy anterior, de 

veintitrés años atrás, de 1779; oficio al cual le llamaron los 

• 

plenipotenciarios Galindo y Tanco, cédula, como lo hemos 
visto ya en otro capítulo, disposición aislada, que prue- 
ba mas bien la necesidad de dar una buena organización 
A la provincia de Maynas, no solo en lo eclesiástico, sino ade- 
más en lo civil y político, por referirse á territorios que por ser 
desconocidos en la 6[)oca de las demarcaciones territoriales de 
las audiencias ó virreinatos ó presidencias, reclamaban la 
atención del Monarca para las saludables reformas exigidas 
seguramente con gran imperio por el abandono en que se en- 
contraban en todo orden. Así vemos en dicho documento, y 

esto confirma nuestras anteriores reflexiones, que se dice: que 
la idea de creación de un Obispado ''será solo adaptable po- 
niendo un obispo que tenga su residencia en la ciudad de Bor- 
ja capital de Mainas, paes siendo misiones vivas y en monta- 
ñas que no se conocían antes de la erección de los obispados de 
Trujillo y de Quito, etc". 

Ese oficio prueba mas bien lo urgente que era que en esa 
sección territorial cayera la mano de la administración en el 
orden espiritual como en el civil y político, para dar una orga- 
nización estable y beneficiosa; es decir que no podía retardarse 
la creación del Gobierno y Comandancia General de Mainas, 
la cual creada se incorporó al Virreinato del Per(i. 

¿Un simple proyecto que recién se inicia, como el contenido 



— 68 - 

en el oficio que comentamos, proyecto en el cual todo es em^ 
brionario y confuso, doiKle no se haco más que expcmeruna 
idea, podrá tiesvirtuar, invalidar, deHtruir una real |>roviden- 
cin, la cédula de 1802, consecuencia necesaria de nna larga 
tramitación y de un voluminoso expediente? 

VcmoH, á todas luces que es inaceptable la interpreta- 
ción colombiana; que el alcance jurídico de la cédula de 1802 
f ué de Keo;regac!6u de una provinciíi civil y política de una 
colonia y de agregación real á otra; y que re<;oii<)ciéiidose vá* 
I ido y eficaz dicho acto ^eg¡o por la parte contraria, reconoci- 
miento que nos revela de prueba, y no pudiendo destruirKe <í) 
verdadero alcance que él tiene, queda en toda su fuerza 
y valor la cédula de 1802, para apoyar nuestri>s derechos in- 
cuestionables, los cuales no deben ser desconocidos, porque en 
15 de febrero de 1779 el ministro d« la Corona Galvez, «e di- 
rija por medio de un oficio al Virrey de Santa Fé, pidiéndole 
informe sobre la conveniencia ó inconveniencia de un obispado 
en Mainas, y que nada prueba, ni nad¿i dice, ni nada manda, 
& no ser que se emita informe. 

Se ha alegado que también interpreta la cédula de 1802 
un documento qu& se le llama de ^'inconcuso valor histórico y 
moral que prueba — al decir de los plenipotenciarios colombia- 
nos—la buena fé de esta interpretación" (la de Colombia). Di- 
cho documento consiste en una denegación del ternente gober- 
nador de Pasto, de la provincia de Popayán, para entregar al 
funcionario peruano la posesión que fué á tomar de la misión 
alta del Puturaayo. 

En el documento se dice que la real cédula se contrae al 
régimen espiritual del obispado de Mainas, sin tocar en nada 
la jurisdicción temporal, real y secular de Sucumbios, Aguari- 
co y pueblos de la misión alta del Putumayo, sujetos en lo 
temporal al Gobierno de Popayán. 

En la defensa, Colombia cree de inestimable valor esta de- 
negación porque proviene de un simple teniente gobernador, 
el cual solo podía negarse á cumplirla porque era palmaria la 
inteligencia de la cédula. Pues bien; nosotros creemos que cabal- 
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mente no significa nada, ni tiene importancia un documento, co- 
nrio el del teniente de Pasto. Reservado estuvo á un teniente go- 
bernador dar la verdadera interpretación de la cédula, en 
1816, fecha del documento, y que esta interpretación yalga y 
esté sobre la que dieron Don Pedro Mendinueta, Virrey de 
iSanta Fé en 1803, el Virrey Aviles del Perú, el Barón de Ca- 
rondelet. Presidente de la Audiencia de Quito, el Marques de la 
Concordia, el Fiscal de aquella Audiencia, el Gobernador de 
Mainas, Don Diego Calvo, Pues la interpretación dada por to- 
dos los funcionarios indicados y por otros muchos más, no fué 
otra cosa que una alucinación que vino a disipar el Teniente 
Gobernador de Pasto, temeroso sin duda de no encontrar otro 
puesto en que ejercer autoridad. A él estuvo reservado ver con 
más claridad y no sufrir error como los virreyes, presidentes, 
fiscales y gobernadores y hasta alguaciles. Hay que rechaf.ar- 
lo todo y prestar fé á la humilde persona del Gobernador de 
Pasto. 

Colombia nos ha ofrecido, pue8,una prueba plenísima por 
boca <le sus miniáCros del alcance jurídico de Ja cédula al ex- 
plicfirla condujta del Teniente d** Pasto. Dicha conducta 
nos revela qu^ se estaba cumpliendo y cumplióla cédula 
y que con ella se exigió al predicho teniente que cesase 
en sus funciones, no eclesiásticas, pues no era obispo, cu- 
ra, misionero ó patrón, sino jefe político. Se le pedía que 
dejase el mando que iba á ejercerlo el comisionado del Perú. Y 
si esta afirmación ó apreciación no es exacta, desearíamos 
que se nos probase que el pobre teniente decía misa y cuidaba 
de la vida espiritual de sus feligreses del Futumayo, encami- 
nándolos al bien eterno. 

Se quiere encontráis gran semejanea y hasta igualdad en- 
tre la cédula de 1802 y la que motivó el largo litigio de lími- 
tes entre Venezuela y la misma Colombia, sobre territorios 
en el Orinoco, en la Goagira y en las márgenes del Tachira y 
cuyo fallo arbitral fué favorable á la última nación. 
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Al respecto bástanos copiar loa siguientes párrafos del bri- 
llante alegato presentado en las conferencias tripartitas por 
el Dr. Luis F. Villarán. Dicen así: "No existe igualdad sino dife- 
rencia profunda, entre la cédula de 1802 3' la de 5 de 01830 de 
1768, relativa á las misiones del Orinoco. El comandant-e de 
esas misiones, don José Itnrringa, al morir, dispuso que la co- 
mandancia que ejercía quedase á cargo del Gobernador y Co- 
mandante de Guayana, y la mencionada cédula aprobó esta 
disposición en los siguientes términos: **He, conformándome 
"con esta disposición y hallando conveniente á mi real servicio, 
"que subsista invariable hasta mi nueva disposición, laexpre- 
"sada agregación al Gobernador y Comandante de Gua- 
"yana, como más inmediato á los citados parajes y que, por 
"lo mismo, hasta ahora, ha estado encargado de la escolta 
"destinada á las misiones de éstas, de suerte que quede reuní- 
"do en aquel mando (siempre con subordinación á la Capita- 
"nía General) el todo de la referida provincia, cuyos terrenos 
"son por el Setentrión el bajo Orinoco, lindero meridional de 
"las provincias de Cumaná y Venezuela; por el Occidente el 
/alto Orinoco, el Casiquari y el río Negro; por el Mediodía el 
"río Amazonas; y por el Oriente, el océano Atlántico/' 

"Debe tomarse nota de tres circunstancias que concurren 
en esta cédula: 1* En la fecha de la cédula, tanto la coman- 
dancia de misiones como el gobernador de Guayana eran de- 
pendencia de una sola entidad: el Virreinato de Santa Fé. Así 
es, que esa cédula no afectó en lo menor la autoridad civil y 
política de ese Virreinato, y no fué, por lo mismo, de división 
territorial: 2* En la cédula, el soberano tuvo especial cuida- 
do de expresar los límites de la provincia de Guayana, y al ha- 
cer esa demarcación no comprendió en ella el territorio de lan 
misiones, sino simplemente el de dicha provincia. Esto re- 
vela que el soberano quiso evitar toda confusión de linderos 
toda duda respecto de lo que era y debía continuar siendo la 
provincia de Guayana, no obstante la agregación á su Gobier- 
no de la comandancia délas misiones. La cédula, pues, con 
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respecto A la provincia de Guayaim, no contenía, segán la vo- 
liintad del soberano, modificación de fronteras: 3* El sobe- 
rano dio su aprobación al encargo hecho por [turríaga,con la 
reserva 'iiasta nueva disposición mía"; luego no cambiaba 
linderos, porque esto no es conciliable con esa calidad de tran- 
sitoria de la medida". 

**í)e todo esto se deduce que la cédula de misiones del Ori- 
noco no fué de división territorial, y así lo resolvió el arbitro, 
sin embargo de que usando de la'equidad que le permitía el 
protocolo de 1886 (que fué el que arregló el arbitraje entre 
Venezuela y (!olombia) dejó fi Venezuela una pequeña parte 
del territorio materia de la cédula. En la.de 1802 concurren 
circunstancias absolutamente contrarias á las anotadas. Las 
circunstancias, olyeto de la segregación y agregación, corres- 
pondía á dos autoridades distintas, los dos Virreinatos; y, en 
consecuencia, se menoscababa el poder civil y político del uno 
en lo mismo que se ampliaba el del otro. Bn esa cédula, lejos 
de señalar los límites que entonces tenía el Virreinato del Pero, 
se determinó los que debía tener á mérito de la agregación. 
Kstas .segregación y agregación, tuvieron el carácter de per- 
manentes". 

**Después de esta rápida comparación, no se puede, sin ce- 
rrar los ojos á la evidencia, encontrar analogía entre los dos 
actos regios, ni dejar de convenir en que el alcance del uno es 
muy diverso del otro". 

Estos párrafos desbaratan y dejan sin fuerza la argumen- 
tación colombiana, para desvirtuar el alcance jurídico de la 
cédula de 1802. 

« • 

El segundo punto que comprende el alegato que venimos 
estudiando, es el de que Colombia, por derecho natural debe 
ser ribereña del Amazonas, acceso necesario para comunicarse 
con el resto del mundo civilizado las poblaciones del Sur de 



— 72 — 

dicha nación. No negamos la gran importancia qne tiene para 
todo país encontrar medios de comunicación fjiciles pira con 
el resto del mundo. Esto es innegable; pero de la importancia 
ó necesidad que tenora Colombia de pod^r descender por el Pii- 
tnmayo al Amazonas, no se deduce que esto constituya título 
ó razón jurídica sufi(*iente p'ira adquirir e\ dotninto. Xo es de 
derecho natural este modo de raciocinar, ni siquiera aceptable 
en buena lógica y tranquila discusión diplom itica. Si el Perú 
por estrechar sus vínculos, por confundir en un eterno abrazo 
la fraternidad de ambos pueblos, renunciara á sus derechos y 
dejara que Colombia pueda tener acceso al Amazonas, sería 
puramente por un espíritu altamente altruista. Pero es in- 
aceptable que secreaqu? porque se tiene necesidad de algo, esa 
necesidad sea título inobjetable para acceder á demamias des- 
nudas de vestimenta jurídica. 

Por derecho natural sabemos que no basta para adquirir 
el dominio la apremiante necesidad. Cl día que tuviera fuerza 
tal doctrina, sea en el orden privado ó en las relaciones de los 
pueblos, todo vendría por el suelo, y todo sería desequilibrio 
y caos. 

Hay, pues, que descender á otro terreno: al terreno del de- 
recho. Xo se trata de cosas sin dueño, res millias, en cuyo ca- 
so no sería el título la necesidad, sino la ocupación, como pre- 
cursora del dominio pleno. Pero ya sabemos que el principio 
de los límites coloniales, ha puesto á cubierto de atropellos 
el dominio y posesión territorial del suelo de los países latino 
americanos. 

Si tal idea fuera jurídicamente aceptable, algo más, si al- 
guna vez, se le hubiera dado valor de cualquier clase, Bolivia, 
bien podría haber reclamado, no un simple acceso á un río 
más ó menos caudaloso, sino la salida al océano en cuyas on- 
das vienen los gérmenes y los impulsos del progreso, y cuyas 
tormentas son impotentes para que la veloz nave, cre£U^ión 
maravillosa del genio humano, arroje en las playas de las na- 
ciones las conquistas de la civilización. Bolivia tiempo há que 
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hubiese invocado pu aislamiento é incoinanicación oon el resto 
del mundo. Pero conocedora de que no se podían hacer recla- 
macionefl gratuitas, nunca ha pretendido tener un puerto ma- 
rítimo, sino en mérito de la concesión que se le haga por me- 
dio de un tratado. 

Por otra parte, Colombia se reputa ribereña del Amazo- 
nas; pero precisamente este es el punto déla controversia, pues 
tiene que probar tal afirmación, porque negamos nosotros el 
dominio que pretende adquirir sobre el Putumayo y Caquetá; 
Hay aquí un círculo vicioso, porque para reputarse ribere- 
ña en el canal amazónico se llama dueño de los citados ríos, y 
para justificar su pretendido dominio sobre aquellos invoca el 
hecho de su vecindad con el Amazonas, cayendo así por su ba- 
se toda la argumentación colombiana. De los mismos térmi- 
nos de la reclamación planteada por los señores Galindo y 

Tanco se desprende la conclusión á que llegamos . 

* 

Estando Colombia escasa de pruebas y títulos conque 
aparejar sus pretensiones al Putumayo y parajes adyacentes; 
apeló, con no mayor ventura y éxito, á negar al Ecuador su 
personería y á reputar como título colombiano y no ecuato- 
riano, la real cédula de creación de la Audiencia de Quito, pa- 
ra deducir: ó de que ella sólo debe ventilar la cuestión límites 
en la zona reclamada ó por lo menos en coman entre ambos 
con el Pera. 

Esta cuestión es el tercer punto que abarca la memoria ó 
alegato que venimos estudiando. 

En él se ha dicho que el Ecuador, en su existencia colo- 
nial no fué una entidad perceptiblle, como los virreinatos? 
ni autonómica, pues primero no era sino una dependencia del 
Perú, pasando después á serlo de Nueva Granada. Que el 
Ecuador sufre error histórico y juríco sobre los orígenes de su 
nacionalidad, creyendo que la constituyen las provincias me- 
ridionales de Nueva Granada, que componían el distrito judi- 
(fial de la prasídencia de Quito. Que su dependencia era tan 
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absoluta del Virrey de Santa Fé, que para los asuntos más pe- 
queños é fnñmos pedía la venia de aquél. Que sus constitu- 
ciones políticas hasta 1S30, en que se separó de Colom bia, no 
le mencionan siquiera. Que su reconocimiento como nación 
independiente hizo necesario un decreto de la Convención para 
ser tenida como tal; y que su territorio y sus límites iio los de- 
terminaba el uti possidetis, sino los tratados de amistad, lí- 
mites, comercio y navej^ación, y que por tal razón, el decreto 
de reconocimiento y los tratados de 1832 y 1836, sobre los 
puntos de partida de la t^ontroversia. 

No puede negarse que el Ecuador, reino independiente en 
los tiempos incaicos, audiencia en la época colonial, y repúbli- 
ca hoy, fue en aquel secundo período, cuando era dependencia 
española, una entidad distinta, un gobierno político y militar 
separado, el cual después formó parte de Colombia, & la par 
que Venezuela. De ahí no pueden hacerse las deducciones co- 
lombianas de que no es el uti possidetis el que determina sus 
límites, sino los actos y tratados celebrados entre ambas na- 
ciones al adquirir vida autónoma. 

Obedece esto á la necesidad de desconocer los títulos ecua- 
torianos que descansan en la cédula de creación de la Audien- 
cia de Quito. 

Jamás podrá Colombia negarle al Ecuador, su persone- 
ría como entidad colonial, que si no era de la importancia de 
un virreinato, no por eso dejaba de constituir un gobierno po- 
lítico. Es á todas luces innegable su autonomía colonial, como 
presidencia, dentro del régimen de la Metrópoli. 

Al separarse de la antigua Colombia ¿qué territorio debe- 
ría tener: el que quisiera dársele ó el que resultara pertenecer- 
le conforme á los límites coloniales? Si fué entidad autonómi- 
ca antes de su incorporación al virreinato de Santa Fé, es pre- 
ciso aceptar que al separarse de éste, su territorio debe ser el 
mismo que tuvo antes de dicha agregación. 

Puede el Ecuador invocar, por consiguiente, los límites co- 
loniales y apoyarse en ellos para reclamar lo que crea que le 
pertenece por derecho. 



-75 - 

Veamo8 ahora sí tiene ó nó perdonerfa el Ecuador para in.. 
tervenir ol sólo en el litigio sobre los territ >rios eu disputa con 
el Perú. 

Si estamos al ati possidetis es inobjetable su título: es el 
personero le^al y jurídico en nuestra controversia de límites, 
porque la cédula de creacióa de la Autliencia de Quito, le dá tal 
derecho por haberle adjudicado Quijos y Canela y demás pu*^*» 
blos que se descubrieran y poblaren. 

Si Colombia no reconoce en su^ litigios con el Ecuador el 
üti p'^ssideth, h'iy que examinar los títulos que tiene en virtud 
de los tratemos celebrados con Colombia, al separarse en 1830, 
fiara formar una nación libre y soberana,y que son los ya men- 
cionados de 1832 y 1856. Veamos lo que ^de ellos se deduce. 

La Convención de Colombia autorizó al Ejecutivo por de- 
creto de 10 de febrero de 1832 pa^a reconocer por medio de un 
tratado al Estado formado al sur de Colombia, compuesto— 
dice el decreto —de los departamentos del Ecuador, Guayaquil 
y Aznay, con los límites que tenían el año de 1880, fíjfibdos por 
ley de 25 de junio de 1824, sobre división territorial. 

El tratado se celebró en la ciudad de Fasto en 8 de diciem^ 
brede 1832, cuyo artículo 2° dijo: "Art. 2^ Los límites entre 
los Estados de Nueva Granada y del Ecuador, serán los que, 
conforme á la ley de Colombia de 25 de junio de 1824, separa- 
ban las provincias del antiguo departamento de Cauca, 
del Ecuador, quedando, por consiguiente, incorporadas & la 
Nneva Granada las provincias ile Pasto y Buenaventura, y al 
Ecuador los pueblos que están al sur del río Carchi, línea fija- 
da por el artículo 22 de la expresada ley entre las provincias 
de Pasto é Inibabura." 

En el tratado de 1856; se dijo en el artículo 22: ''Mientras 
que por una Convención especial se arregla de la manera que 
mejor parezca la demarcación de límites territoriales entre las 
dos Repúblicas, ellas continúan reconociéndose mutuamente 
los mismos que conforme á la ley colombiana de 25 de junio de 
1824, separaba los antiguos departamentos del Cauca y del 
Ecuador. Quedan igualmente comprometidos á prestarse con- 
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perac¡(^>n mutua para connervar la integridad del territorio de 
la anticua República de Colombia, que á cada una de Hlas per 

teneee.'' 

Vemos que tanto el tratado del 32, como el dei 56, neña- 
lan ])or límites del Ecuador y Colombia, los que determi^ia la 
ley colombiana de 25 de junio de 1824. Rsta en ru artícelo 11 
dice: '*Lo8 cantones de que se compone la provincia de Pichin- 
cha, son: 1.® Quito, 2.** Machachi, 3*^ Latacunga, 4^ Quijos y 
5^ Bsmeraida/' Aquí no se señalaron los límites que separa- 
ban un departamento de otro, as! es que quedaron indecisos 
los linderos. Pero segAn esta ley. Quijos se adjudicaba al ecua- 
dor; y el cantón éete de Quijos, comprendíalas regiones dt-l Pu- 
tnmayo«Sucumbfo8 y Yapará, según las descripciones geográ- 
ficas de Campo Alegre y de Rangel, según lo tenemos dicho ya 
en otra parte de este trabajo. 

Bu la correspondiente real cédula dada por el monar- 
ca español al fundar las audiencias, se señaló Pasto como el 
punto hasta donde alcanzaba la jurisdicción de la Audiencia 
de Santa Pé, la que nunca tuvo tanta extensión, que abarcase 
la zona pretendida hoy por Colombia ó sea hasta las márge- 
nes del Ñapo. 

La consecuencia que se saca de dicha ley de Junio de 1824, 
es: que si no fijó límites precisos, la zona en cuestión se ad- 
judicó al Bcuador; aunque tal adjudicación fué por demás 
gratuita, pues ella pertenecía ya al Perú. Si por la ley se dejó 
Quijos y Mainas al Bcuador y por la cédula de creación de lá 
Audiencia de Santa Fé, el dominio de Colombia tan sólo se ex* 
tendía hasta Pasto, ¿cómo puede este último reclamar la zona 
del Napoy Putumayo? Si por los títulos coloniales y por los tra- 
tados celebrados después de su independencia no le pertenecen 
los territorios en cuestión ¿con qué personería demanda un 
derecho de que carece? Por otra parte al separarse el Bcua- 
dor, que formó en la época colonial la Audiencia de Quito, 
debía tener el niismo territorio que tuvo como colonia dd Es- 
paña, ó sea el que marca la real cédula respectiva conforme al 
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príncipio de los límites coloniales, aceptado por los estados da 
la América del Sur. 

Sintetizando lo dicho resulta: que sinos atenemos & los 
límites coloniales, ó sea á los que se derivan de la cédala de 
creación de In Audiencia mencionada, el Ecuador es quien tie- 
ne personería en el littj^o: si estaraos á la que creó el primiti- 
vo virreinato de Santa Pé, vemos que sos dominios tan sólo 
llegaron á Pasto y no á la zona en disputa; y ñnalmente, te- 
niendo en consideración la doctrina sostenida por Colombia, 
de que no es el uti possidetis, sino los tratados celebrados, 
ya tenemos visto que i^e lle^a al mismo resultado de la falta 
de título, no sólo para llamarse dueño de los terrenos litigio* 
sos, sino hasta parai*aperHonarse en la controversia. Esto no 
quiere decir que debe rehusarse de un modo absoluto la discu- 
sión con Colombia, porque aparte de que ello no es posible, lo 
natural es examinar sus reclamos y controvertirlos para fijar 
el derecho de cada parte en armonía con la justicia. 

Debemos advertir aquí que la ley colombiana de 1824, no 
puede invocarse como prueba contra los derechos del Perú, 
porque Colombia pudo decir y sostener no en una ley, sino en 
muchas, que cedía territorios ó que pertenecían al Ecuador 
todos los departamentos peruanos. Ella ni es título legal, ni 
obliga al Perú, porque las afirmaciones de nna de las partes 
no son las pruebas plenas que exige la ciencia jurídica para 
el reconocimiento de un derecho y porque sólo obligan á los 
Estados los tratados públicos que celebren. Sostener lo con- 
trario sería ir contra las prescripciones del derecho de gentes. 

Nos atengamos & las reales cédulas— que como sabemos 
son deficientes— ó á la ley de 25 de junio de 1824, dada por 
Colombia, y & los tratados de 1832 y 1856, tenemos que con- 
venir que no apoyan las exigencias colombianas. 

Al lado del cuaderno probatorio de la República hermana, 
cuan notable contraste forma el nuestro, ahí donde se vé, in- 
conmovible, esa real cédula de 15 julio de 1802, creadora de 
la Comandancia General y Grobierno de Mainas agreg£ula en 
lo político, militar y eclesiástico al Perú. 
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Haoen bien en llamarle, especialmete el Ecuador, 'Ua ma- 
ladada cédula" pues es para ellos al^ indestructible que 
no dcga campo para que sus pretendidos derechos puedan ser 
coronados con el laurel del triunfo en el juicio arbitral que te- 
nemos y en el cual el fallo será ol reconocimiento del dominio 
peruano ft esas regiones, aunque la defensa contraria se pre- 
sente ataviada con las hermosas galas de la elocuencia j del 
ingenio de Maura, figura sobresaliente en el Poro y en la Corte 
de Madrid, porque la justicia tiene también su yerbo elocuen- 
tísimo que domina é impone. 



¿TenemiMi If mltes con €7oteiiibl»? 

Tenemos 6 nó en mérito de todo lo dicho límites con Co- 
lombia? Tiene esta*cue:9t¡ón dos aspectos. Si se reconoce por 
Colombia, ó en el fallo arbitral que dé el Rey de Kspaña en el 
juicio Perú-ecuatoriano, sobre limites, como tiene que recono* 
cerse, la validez y verdadero alcance jurfdico de la cédula de 
1802, tenemos que tener límites con Colombia, pues nuestros 
dominiosseextenderán hasta el punto en que dejan de ser nave- 
vegables el Putumayo y Yapurá que penetran en territorio co- 
lombiano, pero no habrá litigio al respecto por la claridad con 
que quedarán fijados nuestros derechos. 

Si no se reconoce ni por aquella, ni en el fallo indicado, lo 
que no pue<le suceder, el valor de la cédula, es con el Ecuador 
con quien lindaremos por el Amazonas, siendo esta nación con 
la que Colombia discutirá supretención á la zona del Putuma- 
yo y Ñapo, para lo cual tienen celebrados dos tratados, el 
de 1856 y el de 1904 Andrade-Betancourt, por los cuales so- 
meten sus disputas al arbitraje, salvo el caso de que Colombia 
adquiera por el fallo del arbitro dicha zona y quede en conse- 
cuencia como limítrofe del Perú. 

Como no está resuelto todavía en el juicio arbitral pen- 
diente, el alcance de la cédula, alcance que se reconocerá, de la 
segregación real de Mainas del Virreinato de Santa Pé y su in- 
corporación al Perú, lógico ha sido y es el proceder de nuestra 
cancillería para litigar primero con el Ecuador el dominio de 
los extensos territorios que bañan los afluentes septentriona- 
les del Amazonas. 

Bn mérito del dominio que el Perú ejerce en el Putuma- 
yo ha aceptado la intervención de la cancillería de Bogotá en 
asuntos de límites y además como prueba de amistad al pue- 
blo hermano* 
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Por esto es que en parte juzgamos aceptable el tratado de 
arbitraje, que lo hemos estudiado en otro capítulo, firmado 
últimamente en Bogotá, entre los ministros de Colombia don 
Clímaeo Calderón y don Luis Tanco Xvfftxez y nuestro plenipo- 
tenciario doctor Hernán Velarde. Por él se somete, como teñe- 
mos visto,. á arbitramento las reclamaciones sobre límites 
a^ardándose previamente el fallo del Rey de B.<4paña en el li- 
tigio con el Bcuador,y el que según nuestro parecer resolverá 
la cuestión con Colombia. Porque si se declarad valor que pre 
tendemos, y que efectivamente tiene la cédula de 1802, seguirá 
siendo nuestro el Putumayo; y si nos es adversa la sentencia, 
perderemos ésa hermosa y rica región, que pGbsará al poder 
del Ecuador, con quien pleiteará después la cancillería de 
Bogotá. 



IVueAtrofi tftnloH. 

No necesitamos entrar en extensas digreciones ni forma* 
lar grandes alegatos para estudiar nuestros títulos á lad re- 
giones dispu^tadas: 1.° porque ellos descansan en el uti possidc' 
tisdelSlO, y en tal virtud en la real cédula de 1802; y 2.° 
porque el alcance, la eficacia y su exacto cumplimiento de 
enttí cédula de 1802 están plenamente comprobados en el ale- 
gato presentado en 1889 porel Dr. Don José Pardo y Rarreda» 
hoy Presidente de la República, al Rey de España,&rbitro en el 
juicio con el Ecuador.Si por los tratados y por la doctrina uni- 
forme de los países latino americanos el principio de los lími- 
tes coloniales es la regla para delimitar fronteras; si confor- 
me á este principio son los actos regios del monarca Español 
expedidos hasta 1810 que importen segregación real, los que 
deben tomarse en consideración; estando entre ellos la cédula 
tantas veces mencionada que fur') de agregación territorial y 
perpétua;es evidente que con arreglo & lo que ella dispone debe 
i*esolverse nuestra controversia con Colombia reconociéndose 
nuestro derecho á los territorios en disputa. 

El valor y alcance de la céJula de 1802, eí?tán reconocidos 
además, oficialmente por la Cancillería del Brasil, y hay un 
erudito trabajo del señor María Miguel Lisboa, Ministro 
Plenipotenciario (le aquel país, en Bogotá, en 1853, en el que 
se refutan las pretensiones de Colombia á la zona Amazónica 
del Putumayo y Yapurá,y donde se prueba la validez de aquel 
título peruano. 

Dicha cédula, que es clarísima, nos dá el dominio absoluto 
déla región del otro ladodel Amazonas y de sus caudalosos ríos, 
donde está el germen de una riqueza y de un progreso que se- 
rán, algún día, sorprendentes. Esas regiones se convertirán en 
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emporio rte grandeza, cuando el Hoplo de la civilización y el 
trabajo del hombre dejen sentir su benéfica acción. 

Esos exhuberantes bosques decidirán del poder de nues- 
tra Patria, quien con la influencia del tiempo y con la per- 
severancia en la lucha para dominar los obstáculos que la na- 
turaleza ofrece en esas dilatadas re^^iones vírgenes, podrá 
ocupar y ocupará uno de los primeros puesto» en el concierto 
universal de los puebloH. 

Una vez que, conforme á derecho, se resuelva la controver- 
sia, entonces nuestras relaciones con los países con quienes liti- 
gamos, tendrán una doble ba^e para ser sólidas y duraderas, 
la base que dá la justicia, cuando regula los actos de los hom- 
bres y de los pueblos, y la base que dá la tranquilidad, conse- 
cuencia del i*einado de aquella. 

En el porvenir, podemos confiar en que se realice el gran 
pensamiento que dominó las alboradas de la libertad sudame- 
ricana y los primeros pasos independientes de estas naciones 
jóvenes, de formar una gran confederación, que sería el primer 
caso en la vida de los pueblos y que deslumhraría con vividos 
resplandores las páginas todas de la Historia. 

Con todo lo dicho, creo, señores catedráticos, que he bos- 
quejado ligeramente la importante cuestión de nuestros lími- 
tes con Colombia; que en este trabajo, no obstante su deficien- 
cia, insuperable para mi, por carecer de dotes para ello, pode- 
mos apreciar los incuestionables derechos del Perfi en esta 
controversia, 3' esperar fundadamente en el triunfo, mientras 
sea la justicia la norma de las relacionen sociales. 

Lima, 16 de Octubre de 1905. 

Pablo Antonio RADA 

Arias 



NOTA.— La Facultad de Ciencias Políticas y Administrativas, 
acordó la publicación de este trabajo en los Anales Universitarios. 
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